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Bogotá, D.C., veintidós (22) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 

 

El inciso primero del artículo 326 del Código General del Proceso, prevé que, 

tratándose de la apelación de un auto, del escrito de sustentación se dará 

traslado a la parte contraria, en la forma prevista en el inciso segundo del 

canon 110 ejusdem y vencido ese término se enviará el expediente o sus 

copias al superior.  

 

En el caso presente, se advierte que de la alzada interpuesta en contra del 

auto del 27 de marzo del hogaño, no se dejó constancia en el expediente 

acerca de que se haya procedido conforme lo ordena la norma antes 

mencionada, razón por la cual en aras de garantizar el derecho a la defensa 

de los intervinientes y, por economía procesal, se dispone que por la 

secretaría de la Sala se corra el traslado del referido medio de impugnación 

a los no recurrentes, según la disposición aludida. 

 

Cumplido lo anterior, ingrese en forma inmediata el expediente al despacho.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., dieciséis de agosto de dos mil veintitrés. 

 
Radicado: 11001 31 03 037 2018 00464 01,  

Verbal de Fernando Rincón Pachón vs. Edgar Excelino Mayorga Espinosa y Otros. 

 

Mediante escrito dirigido a este Despacho, y en el término de ejecutoria 

respectivo, el apoderado de la parte demandante solicitó que se 

reconsiderara la decisión de negar por extemporánea la solicitud de 

pruebas que presentó, emitida ésta en auto de 15 de junio de 2023, y que 

se decretara lo allí pedido, de donde se colige que aquél, en realidad, está 

interponiendo un recurso contra dicha providencia.  

 

Así las cosas, como dicha determinación no es susceptible de reposición 

sino de súplica, conforme los artículos 318 y 331 Cgp, se dispone la 

reconducción prevista en el parágrafo del primero de esos cánones. 

 

Por tanto, remítase el expediente al Magistrado Óscar Fernando Yaya Peña 

para lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Magistrado, 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
11001 31 03 037 2018 00464 01 
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German  Valenzuela Valbuena

Magistrado

Sala 019 Civil
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR VALENZUELA VALBUENA RV: MEMORIAL PARA EL
PROCESO No. 11001310303720180046400

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 08/08/2023 15:48

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (186 KB)
magistrdo. GERMAN VALENZUELA.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR VALENZUELA VALBUENA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Despacho 19 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <des19ctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: martes, 8 de agosto de 2023 15:25
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: MEMORIAL PARA EL PROCESO No. 11001310303720180046400
 
Buenas tardes. Reenvío correo electrónico con memorial para proceso civil.

Cordialmente:

Juan Darío Figueroa Salamanca
PE23

De: Omar Uscategui <omher13@hotmail.com>
Enviado: martes, 8 de agosto de 2023 11:58 a. m.
Para: Despacho 19 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C. <des19ctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: MEMORIAL PARA EL PROCESO No. 11001310303720180046400
 
SEÑORES:
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA, D.C. - SALA CIVIL
ATT-
MAGISTRADO: GERMAN VALENZUELA VALBUENA- DESPACHO 019
E.S.D.

REF: PERTENENCIA
 DE: FERNANDO RINCON PACHON
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 VS:  HEREDEROS DE EXCELINO MAYORGA
 No. 11001310303720180046401
       ==============================
Actuando como apoderado de la actora, con el debido respeto me dirijo a su despacho para presentar
recurso
el cual allego.

Cordialmente,

OMAR HERNANDO USCATEGUI CIENDUA
           Apoderado



 

 

SEÑORES: 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA, D.C.- SALA CIVIL 

DESPACHO: 019 

ATT. 

MAGISTRADO: GERMAN VALENZUELA VALBUENA 

E.S.D. 

REF: PRCESO DE PERTENENCIA 

 DE: FERNANDO RINCON PACHON 

 VS: HEREDEROS DE EXCELINO MAYORGA 

 No. 11001310303720180046401 

        ============================== 

Actuando como apoderado de la actora, con el debido respeto me dirijo a su despacho para 

manifestar que no encuentro de recibo su último auto, donde nos informa que se solicitó a 

destiempo la solicitud de pruebas. 

El auto admisorio del recurso se dio el 15de junio de 2023 y se notificó por estado el 16 de junio 

Y vencería el 26 de junio, atendiendo que el día 19 de junio es un día festivo. 

Honorable Magistrado efectivamente, solicite las pruebas el 23 de junio, dentro del término. 

Por lo anterior solicito se sirva reconsiderar su decisión y decretar la prueba pedida. 

Cordialmente, 

 

OMAR HERNANDO USCATEGUI CIENDUA 

C.C. 19254146 

T.P. 36621 C.S.J. 

Correo: omher13@hotmail.com 

Cel. 3213675804 

 

 

 

mailto:omher13@hotmail.com








RECURSO DE QUEJA DR ISAZA   11001310301320180062801 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR CHAVARRO MAHECHA RV: ALEGATOS APELACION
SENTENCIA. PROCESO REIVINDICATORIO 017-2012- 0555. DEMANDADO RUBEN DARIO
TAFUR GONZALEZ. DEMANDANTES: OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y CLAUDIA
PATRICIA ESPINOSA VIVAS

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 17/08/2023 16:48

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

4 archivos adjuntos (22 MB)
ALEGATOS APELACION DE SENTENCIA ANTE EL TRIBUNAL - PROCESO REIVINDICATORIO 2012 - 555.pdf; 3. Sentencia de
primera y segunda instancia que declara SOCIEDAD DE HECHO.pdf; Gmail - REIVINDICATORIO No. 2012-00555-00 -
DEMANDADO_ RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ. DEMANDANTE_ OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y OTRA.pdf; 5. E.P. 226 01-02-
2011 Adicion Sucesion Maria Luisa Vivas.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR CHAVARRO MAHECHA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Carmen A. Morales <c.aliciamorales@gmail.com>
Enviado: jueves, 17 de agosto de 2023 16:43
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; ABOGADOS AREVALO <abogadosarevalo@hotmail.com>
Cc: RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ <tafurruben@hotmail.com>; ALICIA MORALES <c.aliciamorales@gmail.com>
Asunto: ALEGATOS APELACION SENTENCIA. PROCESO REIVINDICATORIO 017-2012- 0555. DEMANDADO RUBEN
DARIO TAFUR GONZALEZ. DEMANDANTES: OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y CLAUDIA PATRICIA ESPINOSA VIVAS
 

 4. E.P. 4221 02-11-2010 - sucesion Maria Luis...

Honorable Magistrado
Dr.  JAIME CHAVARRO MAHECHA
Sala Civil Tribunal Superior de Bogotá
E.S.D.

 Reciba un Respetuoso saludo:

Por medio del presente, adjunto la sustentación del Recurso de Apelación interpuesto a la sentencia
de Primera Instancia, proferida por el Juzgado 47 CC, dentro del proceso citado en la referencia.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F1H2mChwoxGAulVC7wPnsVym9mXORWDIia%2Fview%3Fusp%3Ddrive_web&data=05%7C01%7Cmlanchea%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C32294711b14f4a3a458e08db9f6bbd8e%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C638279057383628027%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=UbJ55m%2BBhoXLvg0FSwytgP%2BzSUv2U6CfOMTuvZez2hk%3D&reserved=0
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Atentamente,

CARMEN ALICIA MORALES CRUZ
CC 51.827.483 de Bogotá
T.P. No. 155.066 del C.S. de la J.
Tel: 3105985833
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Bogotá, D.C., Agosto 16 de 2023 
 
 
Honorable Magistrado 
Dr.  JAIME CHAVARRO MAHECHA 
Sala Civil Tribunal Superior de Bogotá 
E.S.D. 
 
REF:   PROCESO REIVINDICATORIO No. 17-2012-555 

  DEMANDANTE: OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y OTRA 

  DEMANDADO: RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ 

 

ASUNTO: ALEGATOS APELACIÓN SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

En mi condición de apoderada Judicial de la parte demandante, doy cumplimiento a la 

providencia calendada el 09 de agosto de 2023, notificada por estado No. 137 del 10 de 

agosto de 2023, para lo cual sustento de la siguiente manera: 

 

1. ERROR DE HECHO MANIFIESTO, POR FALTA DE VALORACION Y 
APRECIACION DE LAS PRUEBAS. 
 
Sentencias que declararon la Sociedad de Hecho entre el señor RUBEN DARIO 
TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVAS (Q.E.P.D.). 
 
 

La señora Juez incurrió en ERROR DE HECHO MANIFIESTO, por falta de apreciación de 
las pruebas obrantes en el proceso.  
 
En la contestación de la demanda, se manifestó que, había un proceso en curso de 
DECLARACION DE SOCIEDAD DE HECHO, entre concubinos, es decir entre mi 
Representado señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y su compañera permanente la 
señora MARIA LUISA VIVAS (q.e.p.d.), quien es la progenitora de las demandantes y, quien 
tenía un vínculo de matrimonio anterior vigente al momento de su muerte, por ello no se 
pudo realizar un proceso de Declaración de Unión Marital de Hecho, por lo cual, fue iniciado 
el proceso de DECLARACIÓN DE SOCIEDAD DE HECHO, que fue  declarada a partir del 
05 de noviembre de 1999, hasta el 24 de mayo de 2010 (es decir, hasta el día de la muerte 
de Sra. Vivas, mediante sentencia  de primera instancia proferida el día 16 de septiembre 
de 2013, por el Juzgado 20 Civil del Circuito de Descongestión, dentro del proceso No. 
110013103005-2011-0028500, confirmada mediante Sentencia de Segunda Instancia de 
fecha  03 de diciembre de 2013 proferida por el Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil. 
  

2. VIOLACION DIRECTA DE LA LEY SUSTANCIAL POR FALTA DE 
APLICACIÓN DEL INCIISO 4 DEL ARTÍCULO 281 DEL C.G.P., a su tenor 
establece: 
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… “En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho 

sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, 

siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar 

en su alegato de conclusión o que la ley permita considerarlo de oficio”. 

 

Las sentencias que declararon la SOCIEDAD DE HECHO entre el señor RUBEN DARIO 

TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVIAS, fueron allegadas al proceso con 

posterioridad, porque al momento de la contestación de la demanda, no se había declarado 

la Sociedad de Hecho, entre mi Representado y su compañera permanente MARIA LUISA 

VIVAS,  sin embargo, se hizo alusión a dicho proceso en la contestación de la demanda, 

además se aportaron las sentencias desde la conciliación que se celebró en el año 2014 

con la demandadas, nuevamente fueron aportadas las sentencias aludidas, mediante 

correo electrónico del 22 de agosto de 2022, como a continuación lo relaciono, para que 

fueran tenidas en cuenta como prueba oficiosa  y además, hice mención en los alegatos de 

conclusión de la Sociedad de Hecho aludida y declarada. 

Sin embargo y a pesar de todo esto, la señora Juez no valoró dichas pruebas y ni siquiera 

mencionó ella, a pesar de obrar en el expediente. 

 

A través de correo electrónico de fecha 22 de agosto de 2022, le allegue al Despacho del 

Juzgado 47 Civil del Circuito, las sentencias que Declararon la Sociedad de Hecho entre el 

señor Rubén Darío Tafur González y la señora MARIA LUISA VIVIAS, así: 

ASUNTO: REIVINDICATORIO No. 2012-00555-00 - DEMANDADO: RUBEN DARIO 

TAFUR GONZALEZ. DEMANDANTE: OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y OTRA 

 

Recibidos 
 

Carmen A. Morales <c.aliciamorales@gmail.com> 
 

22 ago 2022, 
16:30 

 

Respo

nder 

 

para Juzgado, mí 

 
 

 
Señor (a) 
JUEZ 47 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA, D.C. 
E.S.D. 
 
En mi condición de Apoderada Judicial del demandado señor RUBEN DARIO TAFUR 
GONZALEZ y, teniendo en cuenta que desde la contestación de la demanda 
del proceso citado en el asunto,  manifesté  que cursaba un proceso de DECLARACIÓN 
DE SOCIEDAD DE HECHO entre concubinos, es decir, entre el señor RUBEN DARIO 
TAFUR GONZALEZ y MARIA LUISA VIVAS, por medio del presente, allego a su Despacho 
las sentencias de PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA que  DECLARÓ Y CONFIRMO LA 
EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE HECHO entre el señor RUBEN DARIO TAFUR 
GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVA, formada desde el 05 de diciembre de 1999 al 
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24 de mayo de 2010, entre quienes existió una relación sentimental a tal punto de 
comportarse como marido y mujer ante la sociedad, familiares y demás personas, en donde 
consiguieron un patrimonio fruto de su esfuerzo y trabajo mancomunado, siendo el 
inmueble objeto de reivindicación proveniente de una sociedad patrimonial de hecho y que 
no es viable por reivindicación. 
  
La liquidación de la sociedad de hecho no se ha podido realizar porque lamentablemente 
las demandantes de este proceso actuaron de mala fe y negaron al señor RUBEN DARIO 
TAFUR en la sucesión intestada realizada apresuradamente ante Notario, adjudicándose 
todos los bienes a nombre de las demandantes, lo cual será objeto de proceso contencioso 
en razón a que SI  existían personas con mejor derecho a reclamar los bienes que le 
corresponden, como lo es mi Representado, en su calidad de socio de hecho de la causante 
MARIA LUISA VIVAS. 
  
Las sentencias aludidas se anexaron al expediente desde la conciliación celebrada en el 
año 2015 aprox, razón por la cual le solicito respetuosamente que OFICIOSAMENTE su 
Despacho las tenga o allegue como medio de prueba al expediente. 
  
Para tal fin adjunto: 
  

1.    Sentencia de Primera Instancia Proferida el día 16 de septiembre de 2013, por 
el Juzgado 20 Civil del Circuito de Descongestión, dentro del proceso No. 
110013103005-2011-0028500, que declaró la EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE 
HECHO entre el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA 
LUISA VIVAS (q.e.p.d) y, la dejó disuelta y en estado de liquidación. 

  
2.    Sentencia de Segunda Instancia proferida el 03 de diciembre de 2013 por el 
Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil, que confirmó en todas sus partes la 
sentencia de primera instancia, aludida anteriormente. 
  

 
La anterior prueba fue aportada al Juzgado de Primera instancia para que fueran tenidos 

en cuenta como prueba OFICIOSA y excepcional, por cuanto los fallos judiciales que 

declararon la EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE HECHO entre mi Representado señor 

RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVAS (Q.E.P.D), 

confirmaban lo dicho en la contestación de la demanda, es decir, la convivencia sentimental 

habida entre la pareja de compañeros permanentes, en cuya relación consiguieron los 

bienes que se pretenden reivindicar, fruto de su esfuerzo y trabajo mancomunado.  

La Juez de primera instancia nunca se pronunció sobre las pruebas aportadas y que hacían 

relación a la contestación de la demanda, PUES TIENEN UN CARÁCTER DECISIVO y  ha 

debido evidenciar que son fallos judiciales de estricto cumplimiento y que son pruebas 

contundente que cambia el rumbo del proceso, que demuestra la convivencia marital  y la 

forma como fueron conseguidos los bienes entre mi Representado y su compañera 

sentimental, por ello fue declarada LA SOCIEDAD DE HECHO, SU DISOLUCIÓN Y 

LIQUIDACIÓN.  

EL no haber tenido en cuenta esta prueba y al no haberse pronunciado la señora Juez 

sobre las sentencias que declararon la sociedad de hecho entre mi Representado y su 

compañera sentimental, cuya prueba cambiaría el rumbo del proceso por tener un carácter 
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decisivo y conducente, y al haberlas omitido como medio de prueba oficiosa, no solamente 

conlleva a la violación de la Ley por desconocimiento del art. 281 inciso 4 del C.G.P., sino 

que, además conlleva a la vulneración de Derecho Fundamentales del derecho de 

defensa y debido proceso consagrado en el art. 29 de nuestras Carta Política, como 

así tantas veces lo ha reiterado la Corte Constitucional. 

 

3. VIOLACION DIRECTA DE LA LEY Y LA JURISPRUDENCIA, POR CUANTO 
NO SE DAN LOS PRESUPUESTOS PARA DECLARAR LA ACCION 
REIVINDICATORIA: 

 

El artículo 946 del Código Civil, refiere a la acción reivindicatoria es de naturaleza real 

consagrada a favor del propietario de un bien para obtener la posesión, de la cual está 

desprovisto. Así lo precisó la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. De igual forma 

enfatizó, acorde con la doctrina y la jurisprudencia, que son cuatro los elementos que 

viabilizan la petición: (i) el derecho de dominio en el demandante, (ii) la posesión del 

demandado, (iii) la identidad entre el bien perseguido por aquel y el detentado por este y 

(iv) que se trate de una cosa singular reivindicable o una cuota determinada proindiviso 

sobre una cosa singular. Por otra parte, explicó que cuando el convocado posee el bien en 

forma simultánea corre a su favor el término para que se produzca la usucapión, así como 

el lapso de extinción del derecho de dominio en contra del titular del bien. Esto por 

aplicación del artículo 2512 del Código Civil, el cual indica que la prescripción es un modo 

de adquirir las cosas ajenas o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse 

poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso 

de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales (M. P. Aroldo Wilson Quiroz 

Monsalvo). 

 

En el caso que nos ocupa no procede la Acción Reivindicatoria porque no se cumplen los 

presupuestos para su prosperidad, a saber: 

 

i) La posesión que ostenta mi Representado no es absoluta, mi Representado no 
entró a la fuerza ni violentamente al bien a reivindicar porque trabajó con su 
compañera sentimental para conseguir dicho patrimonio, la posesión proviene 
de una relación sentimental, de una convivencia marital, probada mediante fallo 
de primera y segunda instancia que anexo. 

 

ii) LA POSESION DEL DEMANDADO DEBE ESTAR ACOMPAÑADA DEL 
CORPUS Y DEL ANIMOS, SE DEBEN PROBAR TALES ELEMENTOS DE 
UNA MANERA CLARA Y PRECISA.  

 
LA POSESION QUE OSTENTA MI REPRESENTADO, PROVIENE DE UNA 
RELACION SENTIMENTAL LIBRE Y CONSENTIDA ENTRE CONCUBINOS Y 
DE UNA SOCIEDAD DE HECHO, DECLARADA, DISUELTA Y EN ESTADO DE 
LIQUIDACION, según dan cuenta las sentencias Primera Instancia Proferida el 
día 16 de septiembre de 2013, por el Juzgado 20 Civil del Circuito de 
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Descongestión, dentro del proceso No. 110013103005-2011-0028500, que 
declaró la EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE HECHO entre el señor RUBEN 
DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVAS (q.e.p.d)  desde 
el año 1999 hasta el 24 de mayo de 2010 y, la dejó disuelta y en estado de 
liquidación y la sentencia de Segunda Instancia proferida el 03 de diciembre de 
2013 por el Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil, que confirmó en todas sus 
partes la sentencia de primera instancia. 

 

 El artículo 762 del CC define la posesión como “la tenencia de una cosa determinada con 

ánimo de señor o dueño…”, por tanto, la posesión no es solo la tenencia, sino que debe 

estar acompañada del ánimo de señorío y calidad de dueño (animus rem sibi habendi), 

requiere la concurrencia entonces, del corpus y el animus. 

 

Reitero que, en el caso que nos ocupa, si bien el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ, 

tiene la posesión desde 1999 hasta la fecha, esta no es absoluta, deviene de una Sociedad 

de Hecho declarada por la convivencia marital habida, entre compañeros permanentes, por 

lo tanto mi Representado también tiene el derecho de dominio o propiedad que le otorga la 

Ley,  mediante los fallos judiciales aludidos, toda vez que al momento de la demanda 

reivindicatoria y de su contestación no habían sido proferidas las sentencias, sin embargo,  

de la relación sentimental de más de 10 años, esto es, desdé el 05 de diciembre del año 

1999 al 24 de mayo de  2010 fecha en que se produce la muerte de la señora MARIA LUISA 

VIVAS, claramente se prueba, que el bien a reivindicar fue conseguido durante la Sociedad 

de Hecho declarada. 

De conformidad con la reitera jurisprudencia, NO  procede la ACCION REIVINDICATORIA, 

cuando el bien o bienes a reivindicar, han sido obtenidos durante una convivencia marital o 

unión marital entre compañeros permanentes, por cuanto además, la posesión en cabeza 

del demandado  no es absoluta,  como queda demostrado en las sentencias que declararon 

la Sociedad de Hecho entre el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señor MARIA 

LUISA VIVAS, toda vez que el Inmueble Apartamento 102 ubicado en la Carrera 87  A No. 

6 - 37 del Interior 41 de la ciudad de Bogotá, y que,  que hace parte del Multifamiliar 

denominado Tintalá Uno, Etapa 2, Agrupación 4 de la ciudad de Bogotá,  D.C., identificado 

con el número  de matrícula inmobiliaria No 50C- 1457514 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Centro y, que se pretende reivindicar fue 

conseguido por la pareja, fruto del esfuerzo y trabajo mancomunado como marido y mujer 

y durante la Sociedad de Hecho declarada mediante las sentencias enunciada 

anteriormente, razón por lo cual mi Representado también tiene el dominio de dicho bien. 

Es importante informar al Honorable Tribunal, que, además, las demandadas  señoras 

CLAUDIA PATRICIA ESPINOSA VIVAS Y OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS, de mala fe,  

se apropiaron de todos los bienes y dineros, con sus respectivos intereses y dividendos 

(que se relacionan en las sentencias que declararon la Sociedad de Hecho, incluido el 

inmueble que se pretende reivindicar) y que le corresponden por Ley  a mi Representado, 

toda vez que, teniendo pleno conocimiento las demandantes de la convivencia de más 

de 10 años, con mi Representado y la Sra. María Luisa Vivas, como marido y mujer, 

realizaron la SUCESION NOTARIAL aduciendo BAJO LA GRAVEDAD DE 
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JURAMENTO  que desconocían la existencia de otros herederos o personas 

interesadas en la sucesión, con igual o mejor derecho que las solicitantes, dejando 

por fuera de la sucesión a mi poderdante RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ, a 

sabiendas que vivía en unión libre con su progenitora desde hacía cerca de 10 años 

a la muerte de la causante, compartiendo techo, lecho y mesa, trabajando 

mancomunadamente en pareja para la consecución de varios bienes apreciable en 

dinero y que conformo el patrimonio social durante la convivencia y el cual hace parte 

de la masa sucesoral. 

La partición sucesoral fue llevada a cabo en la Notaría 18 del Círculo de Bogotá, D.C., 

mediante las Escrituras Públicas número 4221 del 3 de Noviembre de 2010 de la Notaria 

18 de Bogotá, adicionada mediante Escritura Pública número 226 del 1 de Febrero de 2011 

otorgada en la Notaría 18 del Círculo de Bogotá, inscrita en los folios de matrícula 

inmobiliaria correspondientes las cuales anexo, lo cual presenta vicios que obviamente 

conllevan a su NULIDAD ABSOLUTA y que es objeto de demanda en proceso aparte.  

 

iii) No Existe una identificación plena de los bienes poseídos con aquel del 
cual es propietario el demandante y que se trate de una cosa singular o 
cuota proindiviso de dicha cosa singular. 

 

Es importante mencionar que las demandantes renunciaron a la prueba de inspección 

judicial a los bienes a reivindicar, cual fue pedida las mismas demandantes, como así obra 

en el expediente, en donde se hubiese podido identificar plenamente los bienes a reivindicar 

y evidenciar por ejemplo en el inmueble sus linderos, su estado de conservación,  quien 

habita el inmueble, en donde está el vehículo automotor, entre otros,  razón por la cual el 

simple certificado de libertad que tuvo en cuenta el señor Juez para dictar sentencia, no es 

prueba suficiente para la identificación plena de los bienes objeto de reivindicación, tiene 

que haber una identificación plena de la cosa singular, lo cual es otra razón que evidencia 

que no se cumplen los presupuestos para la prosperidad de la acción reivindicatoria. 

Teniendo en cuenta lo anterior NO se dan los presupuestos legales para la prosperidad de 

la acción reivindicatoria contemplada. 

 

4. VIOLACION A LA LEY POR VULNERACION AL DEBIDO POR NO 
PERMITIRSELE EL INTERROGATORIO DE PARTE AL DEMANDADO 
SEÑOR RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ, NI A SUS TESTIGOS. 

 
En la audiencia celebrada el 19 de enero de 2023, la señora Juez, la realizó sin tener en 

cuenta que a pesar que la suscrita apoderada le solicito la suspensión de la audiencia,  por 

cuanto mi Representado se encuentra en delicado estado de salud, pues tiene que asistir 

tres (3) veces a la semana, durante cuatro horas diarias a DIALISIS RENAL, toda vez que 

fue declarado con insuficiencia renal grave,  está muy enfermo, porque su salud se ha visto 

muy deteriorada por el alto estrés y tensión alta que maneja al verse con un proceso 

reivindicatorio, iniciado injustamente para ser  lanzado a la calle de propia vivienda, sin 

dinero y bienes porque las demandadas negaron en la sucesión notarial que existía una 
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persona con igual o mejor derecho a suceder, el único techo que tiene mi Representado es 

la vivienda conseguida con su trabajo y su compañera permanente, la señora MARIA LUISA 

VIVAS, madre de las demandadas, está muy enfermo y sin dinero porque en su estado de 

salud tan delicado nadie le da trabajo, además,  es una persona de la tercera edad que  

tampoco le dan trabajo.  

Mi Representado tiene derecho a la vivienda y a estar tranquilo en su estado delicado de 

salud en que se encuentra, debe gozar de los bienes a reivindicar por que le pertenecen y 

los ha poseído por más de 23 años, porque fueron conseguidos dentro de una convivencia 

marital con quien su compañera sentimental MARIA LUISA VIVAS (Q.E.P.D). 

De conformidad con la historia clínica que se allegó al proceso, se evidencia que el señor 

RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ, debe acudir tres (3) veces por semana a que le 

practiquen el procedimiento de DIALIS, debiendo permanecer conectado a una máquina 

para tal fin, por cuatro horas (4) diarias,  durante tres (3) días a la semana, procedimiento 

que se lleva en las horas de la mañana y, una vez realizado dicho procedimiento mi 

Representado acude a su lugar de residencia que es el inmueble que se pretende 

reivindicar, dicho procedimiento lo deja exhausto, agotado lo cual le produce mucha 

debilidad por la baja defensas conque queda, lo que le produce mucho sueño y debilidad. 

En consecuencia, la señora Juez de primera instancia, vulneró el debido proceso y el 

derecho de defensa de mi Representado al haber realizado la audiencia sin la presencia 

del demandado, en donde se practicarían algunas pruebas como el interrogatorio de parte 

al demandado, pues no pido asistir por su estado de salud tan delicado y por cuanto estaba 

en procedimiento de DIÁLISIS, para la fecha de la audiencia.  Así mismo, tampoco pudo 

ser oído el único testigo del señor RUBEN DARIO TAFUR, por cuanto se encontraba de 

regreso de Australia a Bogotá, como también fue enviada esta prueba al Juzgado de 

Primera Instancia, teniendo en cuenta que el proceso lleva más de 12 años, hasta la prueba 

testimonial pedida para la época de los hechos ha variado, pues varios de los testigos no 

se ubicaron para el día de la audiencia. 

 

Reitero como lo manifesté en el Recurso de Apelación, que, respetuosamente  allego al 

Tribunal los fallos judiciales para que sean tenidos en cuenta y que demuestran la 

convivencia marital entre el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA 

LUISA VIVAS (Q.E.P.D), en cuyos fallos está consignado de forma pormenorizada la 

manera como fueron conseguidos los bienes entre mi Representado y su compañera 

sentimental, por  ello fue declarada LA SOCIEDAD DE HECHO, SU DISOLUCIÓN Y 

LIQUIDACIÓN, lo cual cambia en parte el rumbo del proceso, pues son pruebas 

excepciones y de  CARÁCTER DECISIVO que conllevan a la no prosperidad de la acción 

reivindicatoria, los documentos que anexo son:  

 
1.    Sentencia de Primera Instancia Proferida el día 16 de septiembre de 2013, por 
el Juzgado 20 Civil del Circuito de Descongestión, dentro del proceso No. 
110013103005-2011-0028500, que declaró la EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE 
HECHO entre el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA 
LUISA VIVAS (q.e.p.d) y, la dejó disuelta y en estado de liquidación. 
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2.    Sentencia de Segunda Instancia proferida el 03 de diciembre de 2013 por el 
Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil, que confirmó en todas sus partes la 
sentencia de primera instancia, aludida anteriormente. 

 

Los fallos judiciales enunciados anteriormente están escaneados en un solo documento y 

detallan de una manera clara, pormenorizada y contundente, toda la convivencia marital y 

sociedad de hecho declarada entre el demandado señor RUBEN DARIO TAFUR 

GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVAS (Q.E.P.D). 

 

Así mismo anexo, el correo electrónico enviado al Juzgado 47 Civil del Circuito el 22 de 

agosto de 2022, con el cual anexe nuevamente las sentencias de primera y segunda 

Instancia aludidas anteriormente 

 

Igualmente, adjunto las Escrituras de la sucesión de la señora MARIA LUISA VIVAS, en 

donde se puede evidenciar que de mala fe las demandadas omitieron la existencia del señor 

RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ, quien tenia mejor o igual derecho a suceder, porque 

los bienes allí adjudicados a las demandantes, también le pertenecen a mi Representado, 

por tener una Sociedad de Hecho declarada judicialmente. 

 

Por lo anterior, solicito al H. Tribunal, se revoque la sentencia impugnada. 

Atentamente, 

 

CARMEN ALICIA MORALES CRUZ 
CC 51.827.483 de Bogotá 
T.P. No. 155.066 del C.S. de la J. 
Tel: 3105985833 
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Carmen A. Morales <c.aliciamorales@gmail.com>

REIVINDICATORIO No. 2012-00555-00 - DEMANDADO: RUBEN DARIO TAFUR
GONZALEZ. DEMANDANTE: OLGA ROCIO ESPINOSA VIVAS Y OTRA
1 mensaje

Carmen A. Morales <c.aliciamorales@gmail.com> 22 de agosto de 2022, 16:30
Para: "Juzgado 47 Civil Circuito - Bogotá - Bogotá D.C." <j47cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: "Carmen A. Morales" <c.aliciamorales@gmail.com>

Señor (a)
JUEZ 47 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA, D.C.
E.S.D.

En mi condición de Apoderada Judicial del demandado señor RUBEN DARIO TAFUR
GONZALEZ y, teniendo en cuenta que desde la contestación de la demanda del proceso citado en
el asunto,  manifesté   que cursaba un proceso de DECLARACIÓN DE SOCIEDAD DE HECHO
entre concubinos, es decir, entre el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y MARIA LUISA
VIVAS, por medio del presente, allego a su Despacho las sentencias de PRIMERA Y SEGUNDA
INSTANCIA que  DECLARÓ Y CONFIRMO LA EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE HECHO entre
el señor RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVA, formada desde el
05 de diciembre de 1999 al 24 de mayo de 2010, entre quienes existió una relación sentimental a
tal punto de comportarse como marido y mujer ante la sociedad, familiares y demás personas, en
donde consiguieron un patrimonio fruto de su esfuerzo y trabajo mancomunado, siendo el
inmueble objeto de reivindicación proveniente de una sociedad patrimonial de hecho y que no es
viable por reivindicación.
 
La liquidación de la sociedad de hecho no se ha podido realizar porque lamentablemente las
demandantes de este proceso actuaron de mala fe y negaron al señor RUBEN DARIO TAFUR en
la sucesión intestada realizada apresuradamente ante Notario, adjudicándose todos los bienes a
nombre de las demandantes, lo cual es objeto de controversia contenciosa, en razón a que SI
 existían personas con mejor derecho a reclamar los bienes que le corresponden, como lo es mi
Representado, en su calidad de socio de hecho de la causante MARIA LUISA VIVAS.
 
Las sentencias aludidas se anexaron al expediente desde la conciliación celebrada en el año
2015 aprox, razón por la cual le solicito respetuosamente que OFICIOSAMENTE su Despacho las
tenga o allegue como medio de prueba al expediente.
 
Para tal fin adjunto:
 

1.       Sentencia de Primera Instancia Proferida el día 16 de septiembre de 2013, por el
Juzgado 20 Civil del Circuito de Descongestión, dentro del proceso No. 110013103005-
2011-0028500, que declaró la EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD DE HECHO entre el señor
RUBEN DARIO TAFUR GONZALEZ y la señora MARIA LUISA VIVAS (q.e.p.d) y, la dejó
disuelta y en estado de liquidación.

 
2.       Sentencia de Segunda Instancia proferida el 03 de diciembre de 2013 por el Tribunal
Superior de Bogotá Sala Civil, que confirmó en todas sus partes la sentencia de primera
instancia, aludida anteriormente.
 
Cordialmente,
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CARMEN ALICIA MORALES CRUZ
CC 51.827.483 de Bogotá
T.P. 155.066 del C.S. de la J.
TEL: 3105985833

Sentencia de primera y segunda instancia que declaro SOCIEDAD DE HECHO.pdf
17021K
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR CHAVARRO MAHECHA RV: Rad: 110013103021 2006
00589 03 SUSTENTACION APELACION FUNDACION PROTEGER VS REST CAFE OMA

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 11/08/2023 11:55

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (183 KB)
SUSTENTACION Apelación ante tribunal superior de bogota Rest Cafe Oma Corte juzgado 21 civil del circuito.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR CHAVARRO MAHECHA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: FUNDACION PROTEGER <fundaproteger@hotmail.com>
Enviado: viernes, 11 de agosto de 2023 11:45
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota
<secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Rosalba Santos Montaña <rosalbasantos1@hotmail.com>
Asunto: RV: Rad: 110013103021 2006 00589 03 SUSTENTACION APELACION FUNDACION PROTEGER VS REST CAFE
OMA
 

De: FUNDACION PROTEGER
Enviado: viernes, 11 de agosto de 2023 11:37 a. m.
Para: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Rosalba Santos Montaña <rosalbasantos1@hotmail.com>
Asunto: Rad: 110013103021 2006 00589 03 SUSTENTACION APELACION FUNDACION PROTEGER VS REST CAFE
OMA
 
 
 
 
Señores
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Tribunal Superior  Sala Civil de Bogota
E.     S.     D. secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
 
 
 

Ref:    Acción  Popular de  FUNDACION  PROTEGER contra
RESTCAFÉ OMA SA

No. 2006-00589
 
 
Asunto: SUSTENTACION DE APELACION DE SENTENCIA
 
 

ALFREDO IRIZARRI BARRETO, varón mayor de edad, ciudadano colombiano, domiciliado en
la ciudad de Bogotá D.C., abogado en ejercicio, identificado como aparece junto a mi firma, en
mi calidad de apoderado especial de la parte demandante, en tiempo, con fundamento en los
artículos 37 de la Ley 472 de 1998 y 109, 322,323 y siguientes del CGP, así como el artículo 12
de la Ley 2213 de 2022, por medio del presente me permito SUSTENTAR EL RECURSO DE
APELACION en contra de la sentencia proferida en primera instancia por El Juzgado 21 Civil
del Circuito de Bogotá D.C.,  fechada el 04 de marzo de 2022 (  17 años, 6205 días  después de presentada,

cuando la Ley 472 de 1998 le concedió preferencia a este trámite y un término de 65 días para emitir la sentencia de 1ª instancia)[i] la cual
se notificó mediante Estado del día siete (07) del mes de marzo  de 2022 ; emitida la orden  por
ese Tribunal de hacer la sustentación por Auto del 09 de agosto de 2023, notificado por Estado
del 10 de agosto de 2023.
 
En el fallo recurrido se niegan las pretensiones “ por no aparecer conculcados los derechos
colectivos demandados”, incurriendo el a-quo en gravísimos errores de hecho y de derecho,
así como de congruencia en su fallo.
 
1.                Aunque en la motivación de la sentencia acepta que está probado que los hechos

que se narran en la demanda ocurrieron y que estos hechos vulneraron los
derechos colectivos mencionados en la demanda, termina concluyendo que en todo
caso prevalece un supuesto “patrimonio cultural” ´por encima de los derechos de las
personas con discapacidad.

2.                Pero este análisis y conclusiones, las hace el a-quo, en un nivel puramente teórico,
por cuanto no hay ninguna prueba en el expediente que denote que el cumplimiento
de las normas de accesibilidad causen algún daño o afrenta al “patrimonio cultural”
que representa el edificio donde funciona el Café OMA y muy por el contrario está
demostrado que la sociedad demandada hizo adecuaciones al local para poner a
funcionar sus instalaciones y NO dio cumplimiento a las normas sobre accesibilidad
para personas con discapacidad, claramente establecidas en la Ley 361 de 1997,
concluyendo en la practica el a-quo, que todas las adecuaciones que sirven al
propósito de instalar un restaurante NO violan el “ patrimonio cultural”, pero aquellas
necesarias para conceder la accesibilidad a las personas con discapacidad SI
violentarían el “ patrimonio cultural”

.
3.                A nivel jurídico, el a-quo no cita ninguna norma, porque no existe, que de una

prevalencia normativa al “ patrimonio cultural” sobre los derechos de las personas
con discapacidad, quienes además son “consumidores y usuarios” y por lo tanto no
presenta ninguna justificación en norma alguna que le autorice a que permita que se

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
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violen los derechos colectivos citados en la demanda en aras de una supuesta
prevalencia del “ patrimonio cultural”, creando una contradicción artificial entre el “
patrimonio cultural” y los derechos colectivos citados en la demanda.

4.                Contradicción que NO se presenta en este caso, por cuanto las adecuaciones
necesarias para cumplir con los mandatos sobre accesibilidad para las personas con
discapacidad NO presentan ninguna afrenta al “patrimonio cultural”, al contrario, lo
adecuan a la ley y la constitución, lo adaptan a la modernidad donde NO se
sacrifican los derechos colectivos sino que se hace que convivan armoniosamente..

5.                Y precisamente para eso existen las Licencias que otorgan las entidades citadas al
proceso cuyos informes ignoró y/o interpretó erróneamente el a-quo, por cuanto lo
que dicen esos documentos es que las adecuaciones para otorgar la accesibilidad a
las personas con discapacidad se deben cumplir en los bienes constitutivos del
“patrimonio cultural”, pero que se debe hacer de una manera armoniosa y se deben
someter los proyectos a su aprobación; de ninguna manera dicen estos documentos
que NO se pueden hacer estas adecuaciones porque violen el “ patrimonio cultural”
como concluye erróneamente el a-quo.

6.                En cuanto a las pretensiones de la demanda con relación a los servicios sanitarios,
pretensiones que se fundamentan en las mismas violaciones a los mismos derechos
colectivos citados en relación con la entrada al local, por violentar flagrantemente las
obligaciones establecidas para cualquier establecimiento abierto al público en la Ley
361 de 1997 sobre la accesibilidad para las personas con discapacidad, citada
profusamente por el a-quo, pero ignorada olímpicamente en su fallo, ya que en solo
siete líneas evade el estudio del asunto y olímpicamente dice que como esta
situación “no involucra el concepto de espacio público, salubridad pública, y/o
ambiente sano, de manera que debe descartarse el estudio de las suplicas de la
demanda bajo la óptica de tan específicos derechos colectivos; en
consecuencialmente (sic) la negativa de las pretensiones de la acción”, siendo que
las suplicas de la demanda, en relación con los servicios sanitarios se referían a la
inexistencia de accesibilidad para las personas discapacitadas, obligación
claramente establecidas, entre otras, en la Ley 361 de 1997, pretensiones que NO
se referían o sustentaban en etéreos  asuntos sobre el espacio público, salubridad
pública, y/o ambiente sano, argumentos con los cuales, de una manera
sorprendente, el a-quo, ligeramente y sin prueba alguna, justifica su negativa de la
acción popular en relación con esta violación evidente de la demandada.

7.                Y finalmente, la sentencia es totalmente incongruente entre su parte motiva y
resolutiva por cuanto en la parte motiva acepta que está probado que los hechos
que se narran en la demanda ocurrieron y que estos hechos vulneraron los
derechos colectivos mencionados en la demanda, y acepta que la Ley 472 de 1998
y la  Convención  Sobre los Derechos de la Personas Con Discapacidad, están
vigentes y son aplicables a este caso, pero decide finalmente que en todo caso
prevalece un supuesto “patrimonio cultural” ´por encima de los derechos de las
personas con discapacidad, pero en la parte resolutiva NO afirma que la razón por la
cual se niegan las pretensiones sea esta prevalencia del “patrimonio cultural” sobre
los derechos de las personas con discapacidad, sino que niega las pretensiones  “
por no aparecer conculcados los derechos colectivos demandados”.

 
En consecuencia, el presente medio de impugnación busca que se revoque la sentencia
apelada en su totalidad y en consecuencia se concedan la totalidad de las pretensiones
aducidas en la demanda y extrañadas por la comunidad desde hace ya casi 20 años.

 
PETICION
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Sírvanse Señores Magistrados conceder el Recurso de Apelación aquí  sustentado.

.
 

Sin otro particular me suscribo.
 
De los Señores Magistrados
 
Atentamente,
 
 
 
 
ALFREDO IRIZARRI BARRETO
C.C. 79.147.074 de Usaquén
T.P. 45.292 C. S. J.

 
 

[i] Artículo 6º.- Trámite Preferencial. Las aciones populares preventivas se tramitarán con
preferencia a las demás que conozca el juez competente, excepto el recurso de Habeas
Corpus, la Acción de Tutela y la Acción de cumplimiento
 
Artículo 28º.- Pruebas. Realizada la citación para establecer el proyecto de pacto de cumplimiento, sin
lograr acuerdo, o citada ésta y no efectuada por ausencia de las partes, el juez decretará, previo análisis
de conducencia, pertinente y eficacia, las pruebas solicitará y las que de oficio estime pertinente,
señalando día y hora para su práctica, dentro del término de veinte (20) días prorrogables por
veinte (20) días más si la complejidad del proceso lo requiere.
 
El juez podrá ordenar o practicar cualquier prueba conducente, incluida la presentación de estadística
provenientes de fuentes que ofrezcan credibilidad.
 
También podrá el juez ordenar a las entidades públicas y a sus empleados rendir conceptos a manera de
peritos, o aportar documentos u otros informes que puedan tener valor probatorio. Así mismo, podrá
requerir de los particulares certificaciones, informaciones, exámenes o conceptos. En uno u otro caso las
órdenes deberán cumplirse en el estricto término definido por el juez.
 
El juez practicará personalmente las pruebas; pero si ello fuere imposible, podrá comisionar en aras de
la economía procesal.
 
En los procesos a que se refiere esta ley, el juez podrá ordenar la práctica de pruebas dentro o fuera del
territorio nacional
 
Artículo 33º.- Alegatos. Vencido el término para practicar pruebas, el juez dará traslado a las partes para
alegar por el término común de cinco (5) días.
 
Vencido el término del traslado para alegar, el secretario inmediatamente pasará el expediente al
despacho para que dicte sentencia, sin que puedan proponerse incidentes, salvo el de recusación, no
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surtirse actuaciones posteriores distintas a la de expedición de copias, desgloses o certificados, las
cuales no interrumpirán el término para proferirlas, ni el turno que le corresponda al proceso.
 
El secretario se abstendrá de pasar al despacho los escritos que contravengan esta disposición.
 
 
Artículo 34º.- Sentencia. Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) días
para proferir sentencia. La sentencia que acoja las pretensiones del demandante de una acción
popular podrá contener una orden de hacer o de no hacer, condenar al pago de perjuicios cuando se
haya causado daño a un derecho o interés colectivo en favor de la entidad pública no culpable que los
tenga a su cargo, y exigir la realización de conductas necesarias para volver las cosas al estado anterior a
la vulneración del derecho o del interés colectivo, cuando fuere físicamente posible. La orden de hacer o
de no hacer definirá de manera precisa la conducta a cumplir con el fin de proteger el derecho o el
interés colectivo amenazado o vulnerado y de prevenir que se vuelva a incurrir en las acciones u
omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del demandante. Igualmente fijará el
monto del incentivo para el actor popular.
 
La condena al pago de los perjuicios se hará "in genere" y se liquidará en el incidente previsto en el
artículo 307 del C.P.C.; en tanto, se le dará cumplimiento a las órdenes y demás condenas. Al término del
incidente se adicionará la sentencia con la determinación de la correspondiente condena incluyéndose
la del incentivo adicional en favor del actor.
 
En caso de daño a los recursos naturales el juez procurará asegurar la restauración del área afectada
destinando para ello una parte de la indemnización.
 
En la sentencia el juez señalará un plazo prudencia, de acuerdo con el alcance de sus determinaciones,
dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y posteriormente culminará su
ejecución. En dicho término el juez conservará la competencia para tomar las medidas necesarias para
la ejecución de la sentencia de conformidad con las normas contenidas en el Código de Procedimiento
Civil y podrá conformar un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia en el cual
participarán además del juez, las partes, la entidad pública encargada de velar por el derecho o interés
colectivo, el Ministerio Público y una organización no gubernamental con actividades en el objeto del
fallo.
 
También comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en lo que sea de su
competencia, colaboren en orden a obtener el cumplimiento del fallo.
 
Artículo 37º.- Recurso de Apelación. El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte
en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá
ser resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a partir de la radicación del
expediente en la Secretaría del Tribunal competente.
 
La práctica de pruebas durante la segunda instancia se sujetará, también, a la forma prevista en el
Código de Procedimiento Civil; en el auto que admite el recurso se fijará un plazo para la práctica de las
pruebas que, en ningún caso, excederá de diez (10) días contados a partir de la notificación de dicho
auto; el plazo para resolver el recurso se entenderá ampliado en el término señalado para la práctica de
pruebas.



 
 
 
Señores 
Tribunal Superior  Sala Civil de Bogota  
E.     S.     D. secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
 
 
 

Ref:  Acción  Popular de  FUNDACION  
PROTEGER contra RESTCAFÉ 
OMA SA  

No. 2006-00589 
 
 
Asunto: SUSTENTACION DE APELACION 
DE SENTENCIA 
 
 

ALFREDO IRIZARRI BARRETO, varón mayor de edad, ciudadano colom-
biano, domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., abogado en ejercicio, identifi-
cado como aparece junto a mi firma, en mi calidad de apoderado especial de 
la parte demandante, en tiempo, con fundamento en los artículos 37 de la Ley 
472 de 1998 y 109, 322,323 y siguientes del CGP, así como el artículo 12 de 
la Ley 2213 de 2022, por medio del presente me permito SUSTENTAR EL 
RECURSO DE APELACION en contra de la sentencia proferida en primera 
instancia por El Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá D.C.,  fechada el 04 
de marzo de 2022 (  17 años, 6205 días  después de presentada, cuando la Ley 472 de 1998 le concedió 

preferencia a este trámite y un término de 65 días para emitir la sentencia de 1ª instancia)i la cual se notificó 
mediante Estado del día siete (07) del mes de marzo  de 2022 ; emitida la or-
den  por ese Tribunal de hacer la sustentación por Auto del 09 de agosto de 
2023, notificado por Estado del 10 de agosto de 2023. 
 
En el fallo recurrido se niegan las pretensiones “ por no aparecer conculcados 
los derechos colectivos demandados”, incurriendo el a-quo en gravísimos 
errores de hecho y de derecho, así como de congruencia en su fallo. 
 
1. Aunque en la motivación de la sentencia acepta que está probado 

que los hechos que se narran en la demanda ocurrieron y que es-
tos hechos vulneraron los derechos colectivos mencionados en la 
demanda, termina concluyendo que en todo caso prevalece un su-
puesto “patrimonio cultural” ´por encima de los derechos de las 
personas con discapacidad. 

2. Pero este análisis y conclusiones, las hace el a-quo, en un nivel 
puramente teórico, por cuanto no hay ninguna prueba en el expe-
diente que denote que el cumplimiento de las normas de accesibili-
dad causen algún daño o afrenta al “patrimonio cultural” que repre-
senta el edificio donde funciona el Café OMA y muy por el contrario 
está demostrado que la sociedad demandada hizo adecuaciones al 
local para poner a funcionar sus instalaciones y NO dio cumpli-
miento a las normas sobre accesibilidad para personas con disca-
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pacidad, claramente establecidas en la Ley 361 de 1997, conclu-
yendo en la practica el a-quo, que todas las adecuaciones que sir-
ven al propósito de instalar un restaurante NO violan el “ patrimonio 
cultural”, pero aquellas necesarias para conceder la accesibilidad a 
las personas con discapacidad SI violentarían el “ patrimonio cultu-
ral” 

. 
3. A nivel jurídico, el a-quo no cita ninguna norma, porque no existe, 

que de una prevalencia normativa al “ patrimonio cultural” sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, quienes además son 
“consumidores y usuarios” y por lo tanto no presenta ninguna justi-
ficación en norma alguna que le autorice a que permita que se vio-
len los derechos colectivos citados en la demanda en aras de una 
supuesta prevalencia del “ patrimonio cultural”, creando una con-
tradicción artificial entre el “ patrimonio cultural” y los derechos co-
lectivos citados en la demanda. 

4. Contradicción que NO se presenta en este caso, por cuanto las 
adecuaciones necesarias para cumplir con los mandatos sobre ac-
cesibilidad para las personas con discapacidad NO presentan nin-
guna afrenta al “patrimonio cultural”, al contrario, lo adecuan a la 
ley y la constitución, lo adaptan a la modernidad donde NO se sa-
crifican los derechos colectivos sino que se hace que convivan ar-
moniosamente.. 

5. Y precisamente para eso existen las Licencias que otorgan las en-
tidades citadas al proceso cuyos informes ignoró y/o interpretó 
erróneamente el a-quo, por cuanto lo que dicen esos documentos 
es que las adecuaciones para otorgar la accesibilidad a las perso-
nas con discapacidad se deben cumplir en los bienes constitutivos 
del “patrimonio cultural”, pero que se debe hacer de una manera 
armoniosa y se deben someter los proyectos a su aprobación; de 
ninguna manera dicen estos documentos que NO se pueden hacer 
estas adecuaciones porque violen el “ patrimonio cultural” como 
concluye erróneamente el a-quo. 

6.  En cuanto a las pretensiones de la demanda con relación a los ser-
vicios sanitarios, pretensiones que se fundamentan en las mismas 
violaciones a los mismos derechos colectivos citados en relación 
con la entrada al local, por violentar flagrantemente las obligacio-
nes establecidas para cualquier establecimiento abierto al público 
en la Ley 361 de 1997 sobre la accesibilidad para las personas con 
discapacidad, citada profusamente por el a-quo, pero ignorada 
olímpicamente en su fallo, ya que en solo siete líneas evade el es-
tudio del asunto y olímpicamente dice que como esta situación “no 
involucra el concepto de espacio público, salubridad pública, y/o 
ambiente sano, de manera que debe descartarse el estudio de las 
suplicas de la demanda bajo la óptica de tan específicos derechos 
colectivos; en consecuencialmente (sic) la negativa de las preten-
siones de la acción”, siendo que las suplicas de la demanda, en re-
lación con los servicios sanitarios se referían a la inexistencia de 
accesibilidad para las personas discapacitadas, obligación clara-
mente establecidas, entre otras, en la Ley 361 de 1997, pretensio-
nes que NO se referían o sustentaban en etéreos  asuntos sobre el 
espacio público, salubridad pública, y/o ambiente sano, argumentos 
con los cuales, de una manera sorprendente, el a-quo, ligeramente 



y sin prueba alguna, justifica su negativa de la acción popular en 
relación con esta violación evidente de la demandada. 

7. Y finalmente, la sentencia es totalmente incongruente entre su par-
te motiva y resolutiva por cuanto en la parte motiva acepta que está 
probado que los hechos que se narran en la demanda ocurrieron y 
que estos hechos vulneraron los derechos colectivos mencionados 
en la demanda, y acepta que la Ley 472 de 1998 y la  Convención  
Sobre los Derechos de la Personas Con Discapacidad, están vi-
gentes y son aplicables a este caso, pero decide finalmente que en 
todo caso prevalece un supuesto “patrimonio cultural” ´por encima 
de los derechos de las personas con discapacidad, pero en la parte 
resolutiva NO afirma que la razón por la cual se niegan las preten-
siones sea esta prevalencia del “patrimonio cultural” sobre los de-
rechos de las personas con discapacidad, sino que niega las pre-
tensiones  “ por no aparecer conculcados los derechos colecti-
vos demandados”. 

  
En consecuencia, el presente medio de impugnación busca que se revoque la 
sentencia apelada en su totalidad y en consecuencia se concedan la totalidad 
de las pretensiones aducidas en la demanda y extrañadas por la comunidad 
desde hace ya casi 20 años. 

 
PETICION 

 
Sírvanse Señores Magistrados conceder el Recurso de Apelación aquí  sus-
tentado. 

. 
 

Sin otro particular me suscribo. 
 
De los Señores Magistrados 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
ALFREDO IRIZARRI BARRETO 
C.C. 79.147.074 de Usaquén 
T.P. 45.292 C. S. J. 

 
 
                                                           

i Artículo 6º.- Trámite Preferencial. Las aciones populares preventivas se trami-

tarán con preferencia a las demás que conozca el juez competente, ex-

cepto el recurso de Habeas Corpus, la Acción de Tutela y la Acción de cumplimiento 

 

Artículo 28º.- Pruebas. Realizada la citación para establecer el proyecto de pacto de cumplimiento, sin 

lograr acuerdo, o citada ésta y no efectuada por ausencia de las partes, el juez decretará, previo análisis 

de conducencia, pertinente y eficacia, las pruebas solicitará y las que de oficio estime pertinente, seña-

lando día y hora para su práctica, dentro del término de veinte (20) días prorrogables 

por veinte (20) días más si la complejidad del proceso lo requiere. 
 



                                                                                                                                                                       

El juez podrá ordenar o practicar cualquier prueba conducente, incluida la presentación de estadística 

provenientes de fuentes que ofrezcan credibilidad. 

 

También podrá el juez ordenar a las entidades públicas y a sus empleados rendir conceptos a manera de 

peritos, o aportar documentos u otros informes que puedan tener valor probatorio. Así mismo, podrá 

requerir de los particulares certificaciones, informaciones, exámenes o conceptos. En uno u otro caso las 

órdenes deberán cumplirse en el estricto término definido por el juez. 

 

El juez practicará personalmente las pruebas; pero si ello fuere imposible, podrá comisionar en aras de 

la economía procesal. 

 

En los procesos a que se refiere esta ley, el juez podrá ordenar la práctica de pruebas dentro o fuera del 

territorio nacional 

 

Artículo 33º.- Alegatos. Vencido el término para practicar pruebas, el juez dará traslado a las partes para 

alegar por el término común de cinco (5) días. 
 

Vencido el término del traslado para alegar, el secretario inmediatamente pasará el expediente al despa-

cho para que dicte sentencia, sin que puedan proponerse incidentes, salvo el de recusación, no surtirse 

actuaciones posteriores distintas a la de expedición de copias, desgloses o certificados, las cuales no 

interrumpirán el término para proferirlas, ni el turno que le corresponda al proceso. 

 

El secretario se abstendrá de pasar al despacho los escritos que contravengan esta disposición. 

 

 

Artículo 34º.- Sentencia. Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) 

días para proferir sentencia. La sentencia que acoja las pretensiones del demandante de 

una acción popular podrá contener una orden de hacer o de no hacer, condenar al pago de perjuicios 

cuando se haya causado daño a un derecho o interés colectivo en favor de la entidad pública no culpable 

que los tenga a su cargo, y exigir la realización de conductas necesarias para volver las cosas al estado 

anterior a la vulneración del derecho o del interés colectivo, cuando fuere físicamente posible. La orden 

de hacer o de no hacer definirá de manera precisa la conducta a cumplir con el fin de proteger el dere-

cho o el interés colectivo amenazado o vulnerado y de prevenir que se vuelva a incurrir en las acciones 

u omisiones que dieron mérito para acceder a las pretensiones del demandante. Igualmente fijará el 

monto del incentivo para el actor popular. 

 

La condena al pago de los perjuicios se hará "in genere" y se liquidará en el incidente previsto en el 

artículo 307 del C.P.C.; en tanto, se le dará cumplimiento a las órdenes y demás condenas. Al término 

del incidente se adicionará la sentencia con la determinación de la correspondiente condena incluyéndo-

se la del incentivo adicional en favor del actor. 

 

En caso de daño a los recursos naturales el juez procurará asegurar la restauración del área afectada 

destinando para ello una parte de la indemnización. 

 

En la sentencia el juez señalará un plazo prudencia, de acuerdo con el alcance de sus determinaciones, 

dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y posteriormente culminará su ejecu-

ción. En dicho término el juez conservará la competencia para tomar las medidas necesarias para la 

ejecución de la sentencia de conformidad con las normas contenidas en el Código de Procedimiento 

Civil y podrá conformar un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia en el cual par-

ticiparán además del juez, las partes, la entidad pública encargada de velar por el derecho o interés co-

lectivo, el Ministerio Público y una organización no gubernamental con actividades en el objeto del 

fallo. 

 

También comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en lo que sea de su compe-

tencia, colaboren en orden a obtener el cumplimiento del fallo. 

 

Artículo 37º.- Recurso de Apelación. El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte 

en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá 

ser resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a partir de la radicación 

del expediente en la Secretaría del Tribunal competente. 

 



                                                                                                                                                                       

La práctica de pruebas durante la segunda instancia se sujetará, también, a la forma prevista en el Códi-

go de Procedimiento Civil; en el auto que admite el recurso se fijará un plazo para la práctica de las 

pruebas que, en ningún caso, excederá de diez (10) días contados a partir de la notificación de dicho 

auto; el plazo para resolver el recurso se entenderá ampliado en el término señalado para la práctica de 

pruebas. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ALVAREZ GOMEZ RV: 11001310302620180036003 |
Apelación adhesiva - Comcel S.A.

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 03/08/2023 15:14

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

5 archivos adjuntos (5 MB)
1. Reparos Comcel.pdf; 2. Reparos M. Hermosa.pdf; 3. Correo electrónico 23 de abril de 2021.pdf; 4. Restitución de los
inmuebles.pdf; 20230803 Apelación adhesiva .pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ALVAREZ GOMEZ 

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Adriana Lopez (Lopez Abogados) <alopez@lopezabogadoscol.com>
Enviado: jueves, 3 de agosto de 2023 15:06
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: laurab@lopezabogadoscol.com <laurab@lopezabogadoscol.com>; 'Johana Villanueva Rodriguez'
<johana.villanueva@claro.com.co>; 'Jose Ivan Yepes' <joseyepes@yepesjimenezlegal.com>
Asunto: 11001310302620180036003 | Apelación adhesiva - Comcel S.A.
 
HONORABLE
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
SALA CIVIL
M.P. Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez.
E.S.D.
 

Proceso Ejecutivo – A continuación de verbal de
restitución de inmueble arrendado

Radicación 11001310302620180036003
Demandantes Mario Hermosa Puyo y Vivian Fernández

Hermosa
Demandada Comcel S.A.
Asunto Apelación adhesiva 
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ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ, identificada como aparece al pie de mi antefirma, en calidad de
apoderada judicial de COMCEL S.A. en el proceso de la referencia, me permito radicar el memorial del
asunto junto con los cuatro (4) anexos anunciados.
 
Agradezco confirmar el recibido de la presente comunicación.
 
 
 
Atentamente,
 
 
 
ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ
C.C. No. 52.051.679
T.P. No. 85.250 del C.S. de la J.
 



 

HONORABLE  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL  

M.P. Dr. Marco Antonio Álvarez Gómez. 

E.S.D.  

 

Proceso  Ejecutivo – A continuación de verbal de 

restitución de inmueble arrendado  

Radicación  11001310302620180036003 

Demandantes Mario Hermosa Puyo y Vivian Fernández 

Hermosa 

Demandada Comcel S.A.  

Asunto  Apelación adhesiva   

 

 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, en 

calidad de apoderada judicial de COMCEL S.A. en el proceso de la referencia, en 

concordancia con lo establecido en el parágrafo del artículo 322 del Código General del 

Proceso, me permito ADHERIR al recurso de apelación interpuesto por los 

DEMANDANTES contra la sentencia proferida el 4 de julio de 2023 por el Juzgado 26 

Civil del Circuito de Bogotá (en adelante Sentencia Apelada),  que fue admitido por este 

H. Tribunal mediante auto del 28 de julio de 2023 y notificado el 31 de julio de 2023 por 

estado electrónico, de acuerdo con lo siguiente:  

 

I. LA SENTENCIA APELADA  

 

En la Sentencia Apelada, el Juez 26 Civil del Circuito de Bogotá declaró probada la 

excepción de pago formulada por mi representada y decretó la terminación del proceso 

por PAGO TOTAL DE LA OBLIGACIÓN.  

 



 

 

El a quo encontró probada la excepción del pago total de la obligación, porque concluyó 

acertadamente que el alcance de la obligación del pago de cánones a cargo de mi 

representada, estaba sujeto a la entrega del inmueble, hecho que no ocurrió por culpa de 

los demandantes. A continuación se transcriben las consideraciones realizadas por el a 

quo en audiencia del 4 de julio de 2023: 

 

Entonces en el caso concreto la parte demandada, el medio exceptivo que propone 

es la excepción de pago, y como sustento de ella ha demostrado su imposibilidad 

de cumplir con la entrega de los inmuebles, es decir que se generó un 

incumplimiento de la demandada por el proceder de la demandante, pero no por 

responsabilidad respecto de la entrega del inmueble, que como  se vio, estuvo 

dispuesto a cumplir en las datas ya indicadas por el despacho.  

 

Es que definitivamente no se puede desligar que lo que había que pagar era 

solamente dinero, que la obligación era solo dinero, como a mi parecer o 

entender se pudo entender desde el punto de vista de la parte demandante. Lo que 

había también era una obligación de dar, dar haciendo la entrega el cuerpo 

cierto, del inmueble, y coligado a ello, hasta ahí, si se hacía la entrega que fue 

ofrecida, pues claramente hasta ahí iban los arriendos.  

 



Como consecuencia de estas consideraciones, el a quo concluyó que la obligación de 

pago de cánones a cargo de Comcel se extendió hasta el 5 de noviembre de 2021, fecha 

en la que quedó en firme la sentencia que puso fin al proceso de restitución anterior al 

ejecutivo:  

 

Entonces, teniendo en cuenta estos derroteros, estas explicaciones impartidas por 

el despacho, queda claro el pago de los cánones de arrendamiento hasta el 5 de 

noviembre de 2021, fecha en la que el Tribunal confirmó la decisión de negar la 

procedencia de una segunda instancia para el caso que nos ocupa, y por tanto los 

arriendos solicitados en el procedimiento ejecutivo contemplado en el artículo 

306, no tienen sustento como ya lo examinamos.  

 

En consecuencia, el Juzgado 26 Civil del Circuito, al resolver la solicitud de aclaración 

formulada por Comcel, señaló que la obligación del pago de cánones a cargo de Comcel 

se extendió hasta el 5 de noviembre de 2021:  

 

 

 

De acuerdo con lo anterior, los DEMANDANTES deben devolverle a COMCEL los 

cánones de arrendamiento que fueron consignados a órdenes del juzgado por mi 

representada desde el 5 de noviembre de 2021 hasta el 7 de enero de 20221. Así quedo 

claro en la audiencia del 4 de julio de 2023, cuando el Despacho resolvió la solicitud de 

aclaración del apoderado de las DEMANDANTES:  

 

APODERADO DEMANDANTES (MIN 30:00) ¿Señor juez, conforme 

a la parte motiva que usted está establecido en esta sentencia, entonces 

 
1 Fecha de la última consignación realizada por Comcel a órdenes del juzgado en cumplimiento del 

artículo 384 del CGP, con la finalidad de ser oídos en el proceso.  



está manifestando que los dineros del 22 de noviembre a enero de 2022, 

2021 a enero del 2022, deben ser devueltos por parte de Mario Hermosa.? 

JUEZ (MIN 30:18)  Eso es lo que consider… eso es lo que quedó claro 

doctor. Esa es la obligación.  

APODERADO DEMANDANTES (MIN 30:26) Sí pues, con mayor 

razón, pues obviamente tanto en la parte emotiva como resolutiva del 

presente de fallo dictado por usted, pues interponemos el recurso 

correspondiente y como lo manifesté previamente, manifestaremos por 

escrito los argumentos jurídicos…”  

 

II. ALCANCE DE LA APELACIÓN ADHESIVA  

 

Así, es preciso aclarar que mi representada NO TIENE REPAROS frente a las 

decisiones contenidas en el aparte resolutivo de la Sentencia Apelada, que declaró 

probada la excepción de pago, y decretó la consecuente terminación del proceso.  

Tampoco tiene COMCEL reparo alguno contra la obligación de reembolso de 

cánones a cargo de los DEMANDANTES, desde el 5 de noviembre de 2021 hasta el 

7 de enero de 2022. 

En los términos del parágrafo del artículo 322 del CGP, mi representada interpone el 

recurso de apelación únicamente frente a los puntos en que ésta fue desfavorable para 

Comcel.  

Así, el único reparo que tiene Comcel frente a la Sentencia Apelada, es que el a quo debió 

considerar que la obligación de pago a cargo de Comcel se extendió solamente hasta el  

21 de abril de 2021 y no hasta el 5 de noviembre de 2021, como se verá continuación:  

 

III. FUNDAMENTOS DEL RECURSO  

 

El a quo debió concluir que la obligación de pago de cánones de arrendamiento a cargo 

de Comcel era exigible solamente hasta el 7 de abril de 2021, fecha en la que quedó en 



firme la orden de entrega del inmueble y no desde el 5 de noviembre de 2021, fecha en 

la que adquirió firmeza la sentencia del 7 de abril de 2021, puesto que la orden de 

restitución contenida en la sentencia del 7 de abril no fue objeto de apelación.  

En la Sentencia Apelada, el a quo consideró, de manera adecuada, que la obligación a 

cargo de Comcel, que consistía en el pago de cánones, estaba sujeta a la entrega del 

inmueble, hecho que dependía únicamente de los DEMANDANTES, quienes se negaron 

injustificadamente a recibir.  

Sin embargo, consideró que la obligación de entregar – y la correspondiente obligación 

de recibir – adquirió firmeza con el auto notificado por este Tribunal el 5 de noviembre 

de 2022, en el que se rechazaron de manera definitiva los recursos de apelación 

presentados por las partes del proceso de restitución.  

Lo que dejó de lado el a quo es que la orden de restitución del inmueble no fue objeto de 

apelación, por lo que quedó en firme desde la notificación en estrados de la sentencia del 

7 de abril de 2021. Veamos: 

Con la sentencia proferida el 7 de abril de 2021, el Despacho dio por terminado el contrato 

de arrendamiento, ordenó la restitución de los inmuebles objeto de arrendamiento,  y 

estableció a cargo de COMCEL la obligación de pagar los cánones de arrendamiento 

desde enero de 2018 hasta la entrega del inmueble. Resolvió: 

 

TERCERO,  condenar a la demandada a restituir a los demandantes los 

inmuebles objeto del contrato de arrendamiento, dentro de los cinco días 

siguientes a la ejecutoria de la sentencia. Si la demandada no hace entrega 

de forma voluntaria comisiónese a los Juzgados Civiles Municipales de 

Bogotá y/o Juzgados de Pequeñas Causas de Bogotá y/o Inspecciones de 

Policía. Secretaría libre los oficios correspondientes.  

 

 

Durante la audiencia de instrucción y juzgamiento del 7 de abril de 2021, Comcel 

interpuso recurso de apelación parcial contra la sentencia proferida. En el escrito de 

reparos concretos, se indicó expresamente que Comcel cumpliría de manera voluntaria 

con la orden de restitución contenida en la sentencia del 7 de abril de 2021 y que por lo 

tanto, la orden de restitución de los inmuebles no era objeto de apelación por parte 

de Comcel:  

 



 

 

Por su parte, los DEMANDANTES interpusieron recurso de apelación únicamente 

frente a la decisión del Despacho de no condenar a Comcel al pago de la cláusula 

penal contemplada en el contrato de arrendamiento:  

 

 



Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 320 del Código General del Proceso, 

es claro que el numeral TERCERO de la sentencia no fue objeto de apelación, y por 

lo tanto, se encuentra en firme desde el 7 de abril de 2021.  

 

Se encuentra probado, y así lo consideró el a quo, que con posterioridad a la sentencia del 

7 de abril de 2021, COMCEL manifestó mediante numerosos memoriales su voluntad de 

entregar el inmueble, obteniendo una respuesta negativa por parte de los 

DEMANDANTES. Por lo anterior, es claro que la obligación del pago de cánones a cargo 

de COMCEL no se extendió hasta el 5 de noviembre de 2021 sino hasta el 12 de abril de 

2021, puesto que fue a partir de esa fecha (5 días con posterioridad a la sentencia y con 

el primer requerimiento de entrega realizado por COMCEL) que los DEMANDANTES 

se constituyeron en mora de recibir. 

Por lo tanto, la orden de devolución de los dineros a cargo de los DEMANDANTES debe 

abarcar no únicamente los cánones que se consignaron desde el 5 de noviembre de 

2021 hasta el 7 de enero de 2022, sino TAMBIÉN los cánones que Comcel consignó 

a ordenes del despacho desde el 12 de abril de 2021 hasta el 5 de noviembre de 2021. 

 

IV. SOLICITUD  

 

De acuerdo con los fundamentos anteriormente expuestos, solicito respetuosamente al H. 

TRIBUNAL que:  

 

REVOQUE la aclaración No. 6 realizada frente a la sentencia del 4 de julio de 2023 y en 

su lugar aclare que se debe tomar el pago hasta la fecha del 12 de abril de 2021.  

 

V. PRUEBAS DOCUMENTALES 

 

Allego los siguientes documentos que YA OBRAN EN EL EXPEDIENTE:  

1. Recurso de apelación interpuesto por COMCEL contra la sentencia objeto de 

ejecución, del 7 de abril de 2021.  



2. Recurso de apelación interpuesto por los DEMANDANTES contra la sentencia objeto 

de ejecución del 7 de abril de 2021.  

3. Correo del 23 de abril de 2021 enviado al apoderado de los DEMANDANTES  

4. Solicitud de entrega mediante secuestro presentada por COMCEL el 23 de abril de 

2021 ante el Juzgado 26 Civil del Circuito de Bogotá.  

 

VI. ANEXOS - Lo anunciado en el acápite V.  

 

Atentamente,  

 

 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ  

C. C. No. 52.051.679 

T. P. No. 85.250 del C. S. de la J.  





SEÑOR 

JUEZ VEINTISÉIS (26) CIVIL DEL CIRCUITO   

BOGOTÁ D.C. 

E.S.D.  

 

Proceso:  Verbal de restitución de tenencia a título de arrendamiento  

  Radicado:  2018 – 00360 

  Demandante:  Mario Hermosa Puyo y Vivian Fernández Hermosa  

  Demandado: Comcel S.A.  

Asunto: Formulación de reparos en concreto frente a la sentencia 

proferida en audiencia del 7 de abril de 2021 

 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, en 

calidad de apoderada judicial de COMCEL S.A. con fundamento en lo dispuesto en el 

inciso segundo del numeral tercero del artículo 322 del Código General del Proceso, 

presento los reparos concretos frente a la sentencia que fue dictada en audiencia del 7 de 

abril de 2021 en el presente proceso y frente a la cual se interpuso el correspondiente 

recurso de apelación (en adelante “Sentencia Apelada”)  

 

I. Alcance del recurso de apelación interpuesto  

 

1. COMCEL S.A. no tiene reparo alguno contra la orden de restitución contenida 

en el  numeral TERCERO de la parte resolutiva de la Sentencia Apelada, en el 

que se ordena la restitución de los inmuebles de propiedad de los demandantes, 

así: 

En tercer lugar Condenar a la demandada a restituir a los demandantes los inmuebles 
objeto del contrato de arrendamiento, dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria 
de la sentencia. Si la demandada no hace entrega de forma voluntaria comisiónese a los 
Juzgados Civiles Municipales de Bogotá y/o Juzgados de Pequeñas Causas de Bogotá 
y/o Inspecciones de Policía. Secretaría libre los oficios correspondientes.” 
 

2. Por lo tanto, Comcel procederá, en cumplimiento de lo ordenado, a restituir los 

inmuebles dentro de los cinco (5) días siguientes a la celebración de la audiencia.  

3. El recurso de apelación interpuesto en audiencia del 7 de abril de 2021 (en 

adelante “Recurso de Apelación”) se circunscribe única y exclusivamente frente 

a las decisiones contenidas en los numerales PRIMERO, SEGUNDO, CUARTO, 



SEXTO y OCTAVO de la parte resolutiva de la Sentencia Apelada en los que 

respectivamente (i) se negaron las excepciones de mérito propuestas por Comcel, 

(ii) se declaró la terminación del Contrato de Arrendamiento celebrado entre las 

partes por incumplimiento de Comcel, (iv) se condenó a Comcel  al pago de los 

cánones de arrendamiento desde enero de 2018 hasta la fecha de entrega de los 

inmuebles, (vi) no se tuvo en cuenta el dictamen pericial presentado por Comcel 

y (viii) se condenó en costas a Comcel.   Por lo anterior, este memorial contiene 

los reparos frente a las decisiones anteriormente mencionadas, y frente a las 

consideraciones que las fundamentaron.  

 

II. Reparos en concreto  

a. En cuanto a la declaratoria de terminación del contrato.  

 

4. En la parte resolutiva de la Sentencia Apelada, el Despacho declaró la terminación 

del contrato de arrendamiento suscrito entre Comcel, Mario Hermosa y Vivian 

Fernández  en abril de 1998 (en adelante “el Contrato”) por incumplimiento de 

Comcel, así:  
“En segundo lugar, declarar terminado el contrato de arrendamiento celebrado por 
Mario Hermosa Puyo y Vivian Fernández Hermosa como arrendadores y Comunicación 
Celular -Comcel como arrendatario, contrato de abril de 1998, por incumplimiento de 
la parte demandada, tal como se plasmó en esta audiencia.” 
 

5. Como consecuencia de tal declaración, condenó a Comcel al pago de los cánones 

de arrendamiento, desde el 1º de enero de 2018 hasta la fecha de entrega del 

inmueble:  
 

“En cuarto lugar, se condena a la Demandada al pago de los arriendos correspondientes 
al periodo que abarca desde el primero de enero de 2018 hasta la fecha en que se 
efectivice la entrega. Como se han realizado los correspondientes depósitos, una vez se 
encuentre en firme esta decisión por Secretaría hágase entrega de los títulos de depósito 
judicial a la demandante por dicho lapso.”  

 
6. En la Sentencia Apelada, el Despacho consideró que el Contrato no se terminó el 

31 de diciembre de 2017 y que su terminación se encontraba sujeta a la condición 

de la entrega de los inmuebles con las obras terminadas que se habían determinado 

para su entrega.  

7. La interpretación del despacho sobre la fecha de terminación del Contrato se 

fundamentó en una valoración errada de las pruebas documentales y del 



interrogatorio de parte rendido por el señor Mario Hermosa en la audiencia inicial 

del 21 de octubre de 2019 (en adelante la “Audiencia Inicial”).    

8. Al interpretar las comunicaciones escritas intercambiadas por las partes y las actas 

por ellas suscritas con posterioridad a la comunicación de la terminación del 

contrato enviada por Comcel el 23 de marzo de 2017, el juez consideró que las 

partes habían condicionado la fecha de la terminación del contrato a la entrega de 

los inmuebles con las obras pactadas terminadas. Sin embargo, de la lectura de 

esas comunicaciones no es posible concluir que las partes hubieran sujetado la 

fecha de la terminación a la finalización de las obras. Por el contrario, lo que se 

concluye de las pruebas documentales mencionadas es que las partes aceptaron 

que la fecha de la terminación del contrato sería el 31 de diciembre. Las pruebas 

analizadas por el Despacho evidencian que lo que ocurrió es que, como 

consecuencia de la terminación del contrato, las partes se pusieron de acuerdo en 

las condiciones para el cumplimiento de una obligación derivada de la 

terminación del mismo, que es la restitución del inmueble. Una clara muestra de 

lo anterior es el texto del Acta Final de Adecuaciones suscrita por las partes en la 

que señalan:  

“En la ciudad de Bogotá, hoy 27 de octubre de 2017, se reunieron por un lado MARIO 
HERMOSA PUYO, identificado con la cédula de ciudadanía 160.056 de Bogotá, EL 
ARRENDADOR, y por otro lado Comunicación Celular S.A. Comcel S.A, quien en su 
nombre actúa Nayibe Castañeda, gerente administración de inmuebles, identificada con 
la cédula 52.80 9.026,  de Bogotá, EL ARRENDATARIO, acuerdan las siguientes 
condiciones finales de entrega para el inmueble ubicado en la Calle 90 número 13 guión 
23, oficina 601 y 604 y parqueaderos 15 y 26, Bogotá, por motivo de la terminación del 
contrato de arrendamiento celebrado entre las partes en abril de 1998 No. 1169.” 

 

9. En el interrogatorio de parte en la Audiencia Inicial, el señor Hermosa, señaló 

cuáles fueron los hechos posteriores a las comunicaciones en que las partes 

acordaron la fecha de terminación, sin mencionar que se haya opuesto de alguna 

forma a la fecha acordada para la terminación. Por el contrario, aceptó que la fecha 

del 31 de diciembre la fecha pactada para la terminación del contrato de 

arrendamiento:  

Audiencia inicial del 21 de octubre de 2019. 10:56:35 a 10:58:29. 

[Pregunta del Juez]: “¿Qué comunicaciones tuvieron con Comcel después de las 
comunicaciones que ustedes enviaron terminando el contrato de arrendamiento en marzo 
de 2017.” 

Mario Hermosa: “El día 23 de mayo hubo por lo menos 4 reuniones con el fin de aclarar 
cuáles eran las especificaciones que yo le daba a Comcel para que la restitución se 



hiciera a mi satisfacción. En cada una de esas reuniones se especificaban las cosas pero 
daba la impresión de que Comcel quería hacerme la misma pregunta varias veces a ver 
si mi respuesta cambiaba, en cada una de esas reuniones que se hacían yo enviaba 
comunicaciones a Comcel aclarándole los puntos. Y eventualmente en octubre del año 
2017 se desarrolló la reunión final para los acuerdos y aún después había puntos que 
aclarar que yo le mandé comunicaciones a Comcel. Lo que ocurrió entonces es que 
Comcel dio inicio a obras que me imagino eran tendientes a la restitución del edificio. 
Yo estaba obrando de buena fe haciendo todos los planes para el 31 de diciembre recibir 
las oficinas. Me parecía que la fecha era un poco como difícil que un 31 de diciembre se 
hiciera una restitución…” 

10. Es claro que el señor Hermosa aceptó la fecha del 31 de diciembre de 2017 como 

la fecha de terminación del contrato y que los acuerdos posteriores versaron sobre 

la forma de la restitución, como consecuencia de la terminación del contrato.  

11. Y es que las pruebas mencionadas no pueden interpretarse como lo hizo el 

Despacho, porque la Ley es clara al determinar que la restitución de un inmueble 

arrendado es una obligación que se deriva de la terminación del contrato, y no una 

condición para que éste se termine. El Código Civil establece sobre la restitución 

de la cosa arrendada: 

ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA ARRENDADA POR 
TERMINACION DEL CONTRATO >. El arrendatario es obligado a restituir la cosa 
al fin del arrendamiento. 

Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, tomándose en consideración el 
deterioro ocasionado por el uso y goce legítimo. 

Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá haberla recibido en regular 
estado de servicio, a menos que pruebe lo contrario. 

En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, deberá probar que no 
sobrevinieron por su culpa, ni por culpa de sus huéspedes, dependientes o 
subarrendatarios, y a falta de esta prueba será responsable. 

 

12. Lo establecido en el Código Civil fue replicado por las partes en el Contrato:  

 
RECIBO Y ESTADO : Los arrendatarios declaran que han recibido el inmueble objeto 
de este contrato en buen estado conforme al inventario que hace parte del mismo, y que 
en el mismo estado los restituirán al Arrendador a la terminación del Contrato, o cuando 
éste haya de cesar por alguna de las Cláusulas previstas, salvo el deterioro proveniente 
del tiempo y uso legítimo. (…) 

 

13. Las partes del Contrato no sujetaron la terminación del mismo al cumplimiento 

de las condiciones determinadas para la restitución de los inmuebles. Comcel 

nunca aceptó tal condición y una modificación de las obligaciones del Contrato 

en tal sentido hubiera requerido de la aceptación expresa de Comcel.  



14. Comcel aceptó las condiciones establecidas por los arrendadores para el 

cumplimiento de una obligación derivada de la terminación del contrato. No se 

puede confundir la terminación del contrato con el cumplimiento de la obligación 

de restitución del inmueble que surge luego de que el contrato termina, como lo 

señala el citado artículo 2005 del Código Civil.1 

15. Por lo tanto, se debe concluir que la interpretación hecha por el Despacho sobre 

la fecha de la terminación del Contrato no es adecuada de acuerdo con las pruebas 

recaudadas durante el proceso, ni con Contrato ni con la Ley.   

16. En ese sentido, no podía el Despacho declarar la terminación del Contrato, puesto 

que éste terminó, de acuerdo con lo establecido por las partes, el 31 de diciembre 

de 2017.  

17. Tampoco podía el Despacho condenar a Comcel al pago de los cánones de 

arrendamiento con posterioridad a su fecha de terminación, que fue el 31 de 

diciembre de 2017.  

 

b. En cuanto a la condena al pago de los cánones de arrendamiento hasta 

la fecha de entrega del inmueble.  

 

18. En todo caso, y de considerarse que la terminación del Contrato estaba sujeta a la 

condición de la entrega de los inmuebles y de las obras acordadas, el Despacho 

debió considerar que el Contrato se terminó, al menos, el 17 de septiembre de 

2019, fecha en la que Comcel entregó las zonas comunes del edificio y las llaves 

de los inmuebles objeto del Contrato a la administración del Edificio Gales.  

19. Para esa fecha, y como se probó a través del dictamen pericial, de los testimonios 

y de las fotografías contenidas en el Acta No .04 de la Asamblea General de 

Copropietarios del Edificio Gales del 17 de septiembre de 2019, tanto las zonas 

comunes como los inmuebles objeto del Contrato cumplían con los 

requerimientos solicitados por los demandantes para su entrega, y se pusieron a 

disposición de los arrendadores, tal como lo establece el Código Civil:  

 
1 Tribunal Superior de Tunja. Sentencia del 10 de diciembre de 2020. Rad. 2019-0465 
M.P. José Horacio Tolosa.  



ARTICULO 2006. <FORMA DE RESTITUCION>. La restitución de la cosa 
raíz se verificará desocupándola enteramente, poniéndola a disposición del 
arrendador y entregándole las llaves, si las tuviere la cosa. 

20. Por lo tanto, y de manera subsidiaria, si se considerara que el Contrato no se 

terminó el 31 de diciembre de 2017, se debió considerar que las supuestas 

condiciones para su terminación ocurrieron al menos el 17 de septiembre de 2019. 

Por lo tanto, la condena al pago de los cánones no podía extenderse a una fecha 

posterior al 17 de septiembre de 2019.  

21. El Despacho debió considerar entonces que los arrendadores se encuentran en 

mora de recibir el inmueble al menos desde el 17 de septiembre de 2019, a pesar 

de estar los inmuebles listos y de acuerdo con lo acordado por las partes para sus 

adecuaciones.  

 

c. Frente al incumplimiento de las obligaciones de Comcel.  

 

22.  En la Sentencia Apelada, el Despacho consideró que la demora en las obras para 

la restitución de los inmuebles objeto del Contrato le eran atribuibles 

exclusivamente a Comcel:  

“Las obras no pudieron ser terminadas por la actuación de Comcel, porque es 
que el sellamiento no es culpa del demandante, ya que las adecuaciones, obvio, 
incluían zonas comunes y zonas privadas y para las primeras se requería de 
licencia solicitada por quien? Pues por quien las hizo, no por la otra parte, 
porque es que una persona no está legitimada sin hacer una obra para ir a 
solicitar una licencia. “Lo normal, lo lógico, lo entendible, lo que tiene sentido 
común, es que quien solicita una licencia es quien vaya hacer una obra, no 
quien no la hace. ¿Qué sentido tiene solicitar una licencia quien no hace una 
obra? Eso no suena sino a disculpa.”  
 

23. El Despacho consideró que el sellamiento de las obras era únicamente atribuible 

a Comcel por haber realizado las obras sin licencia.  

24. Sin embargo, el Despacho no tuvo en cuenta que las modificaciones iniciales del 

edificio existieron durante casi 20 años sin que los arrendadores se pronunciaran 

al respecto, a pesar de tener facultades que, tanto como propietarios del inmueble 

(y copropietarios de las zonas comunes), como arrendadores2, les permitían 

realizar las conductas tendientes a evitar o al menos a sanear oportunamente las 

 
2 El contrato preveía como causal de terminación la ejecución de mejoras no autorizadas en los inmuebles 
objeto de arrendamiento.  



infracciones urbanísticas que con posterioridad fueron declaradas mediante 

trámite administrativo.  

25. El Despacho también ignoró las pruebas documentales y testimoniales que se 

practicaron en el proceso, que demuestran que los arrendadores fueron quienes 

solicitaron las obras de adecuación, que conocían de su alcance, que contaban con 

asesoría técnica, y que a pesar de esto, y conociendo de la falta de licencia para su 

desarrollo, omitieron siquiera poner de presente que podría requerirse una licencia 

para su ejecución.  

26. Sin que durante las negociaciones para la determinación de las condiciones de la 

entrega se pusiera de presente la necesidad -conocida- de iniciar con los trámites 

de una licencia, el arrendador conoció y se hizo parte de un procedimiento 

administrativo que tenía como finalidad el sellamiento de las obras que él mismo 

solicitó, por iniciarse sin contar con una licencia de construcción. 3 

27. Con los documentos que obran en el proceso relacionados con el trámite de la 

querella4 y con las respuestas al interrogatorio de parte rendido por el demandante, 

se demostró que (i) el señor Hermosa no puso de presente a Comcel la necesidad 

de una licencia de construcción para el desarrollo de las obras que él mismo había 

solicitado, a pesar de estar asesorado por arquitectos durante la ejecución de las 

adecuaciones, y  que (ii)  el señor Hermosa, con posterioridad a la firma del Acta 

Final de Adecuaciones, se hizo parte de un procedimiento policivo tendiente a 

sellar las obras que él mismo había acordado realizar.  

28. De haberlo puesto de presente en el momento oportuno – o durante los 7 meses 

que duraron las negociaciones que se concluyeron con el Acta Final de 

Adecuaciones – las partes interesadas en la restitución hubieran podido iniciar las 

gestiones para la obtención de la licencia, sin tener que ser objeto de sellamientos.  
 

 
3 El señor Hermosa confirmó que se hizo parte de la querella, en el interrogatorio de parte practicado en la 
audiencia inicial de este proceso: Audiencia Inicial del 21 de octubre de 2019. 11:18:25 [Pregunta de la 
apoderada de Comcel]: Las actas a las que me refiero son a las que ya usted se refirió en una respuesta 
que le dio al despacho, una que se firmó en junio y otra que se firmó en octubre de 2017, entonces, en lo 
que usted recuerde, si el enteramiento frente al tema de la licencia a través de la señora Consuelo de la 
Vega fue antes o después de estas actas? [Respuesta de Mario Hermosa]: Fue después.  
 
4 Como por ejemplo el acta de audiencia 20175233870100835E en la que se expusieron los argumentos 
del querellante y querellado en el Despacho de la Inspectora 2B de la Policía de Chapinero el 27 de 
febrero de 2018.  



29. Los demandantes no solamente debían estar interesados en la obtención oportuna 

de una licencia en calidad de arrendadores de los inmuebles sino también en 

calidad de copropietarios de la propiedad horizontal del Edificio Gales. La ley es 

clara en que el propietario es solidario frente al arrendatario de las infracciones 

urbanísticas y además debe coadyuvar en la obtención de las licencias 

correspondientes.   

30. El incumplimiento en la solicitud de licencia de construcción para las 

adecuaciones requeridas para la entrega del inmueble objeto del proceso, 

configura un incumplimiento a una obligación para la cual los arrendadores y 

arrendatarios son solidariamente responsables, tal como lo estipula el parágrafo 

del artículo 79 de la Ley 675 de 2001: 

“ARTÍCULO 79. Ejecución de las obligaciones. Los Administradores de 
Unidades Inmobiliarias Cerradas podrán demandar la ejecución de las 
obligaciones económicas y de las sanciones pecuniarias impuestas a 
propietarios y moradores. 

En tales procesos de liquidación de las obligaciones vencidas a cargo del 
propietario o morador, realizada por el Administrador, prestará mérito 
ejecutivo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 48 de la presente ley, sin 
necesidad de protesto ni otro requisito adicional. 

PARÁGRAFO. En todo caso el copropietario de cada inmueble responderá 
solidariamente por todas las obligaciones ordinarias y extraordinarias y por 
las sanciones pecuniarias impuestas a los moradores de su inmueble”. 

 
31. De lo anterior se debe concluir que la infracción urbanística que generó el 

sellamiento de las obras y que generó que no se pudieran entregar a tiempo, le es 

imputable también a los demandantes.  

32. El Despacho consideró que la solidaridad que impone la ley frente a las sanciones 

urbanísticas no era un argumento válido para excluir un incumplimiento de sus 

obligaciones:  

“Ahora, tampoco resulta válido que la demandada se escude en la solidaridad 
del propietario, en tanto que las mejoras locativas corresponden al arrendatario 
y las mejoras no locativas pueden ser realizadas por el arrendatario con el 
permiso del arrendador y reembolsadas por éste tal como lo exponen los 
artículos 1993 y 1994 del Código en concordancia con el decreto 1077 de 2015, 
pues salvo modificación de las partes.  
Y ello demuestra que no hay solidaridad entre arrendador y arrendatario y no 
hay solidaridad porque no hay pluralidad de sujetos pasivos y no hay pluralidad 
de sujetos activos. Dos o más frente a uno o varios acreedores o dos o más frente 
a uno o varios deudores. 
Tampoco le es aplicable el artículo 825 del Código de Comercio que predica la 
solidaridad de los negocios mercantiles. Esto es en contratos de carácter 
comercial pero cuando obligan a una misma posición.  



Y además cabe recordar que los administradores responden solidaria e 
ilimitadamente por los perjuicios que con dolo o culpa ocasionen a la sociedad 
u ocasionen a los miembros de la misma y esto implica que claramente quién ha 
debido sacar la licencia? Pues le correspondía a la administración del edifico 
de Comcel, quien la tomó y quien no niega “la tuvimos porque teníamos a 
disposición todo el edificio.  
A punto tal que la licencia fue otorgada el 16 de agosto de 2018,  posteriormente, 
y en ella también se dice que se da porque hay obras de carácter común.” 
 

33. No tuvo en cuenta el Despacho las pruebas y normas expuestas, que dan cuenta 

de las omisiones de los deberes de los demandantes como arrendadores, 

propietarios y copropietarios, y de la incidencia que el incumplimiento de esos 

deberes tuvo en el retraso de las obras pactadas para la restitución del inmueble.  

34. Por lo anterior, erró el Despacho al considerar que Comcel fue el único 

responsable por la demora en la restitución de las obras.  

 

III. Conclusiones y solicitudes  

 

35. Teniendo en cuenta, como se probó en el proceso, que el Contrato celebrado entre 

las partes se encuentra terminado, que los arrendadores se encuentran en mora de 

recibir los inmuebles, y que son corresponsables de la demora en la entrega de las 

obras para la restitución de los inmuebles, la Sentencia Apelada debe ser revocada 

y deben ser negadas las pretensiones de la demanda.  

 

Atentamente,  

 

 
 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ  
C. C. No. 52.051.679 
T. P. No. 85.250 del C. S. de la J  
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SEÑOR 
JUEZ VEINTISÉIS (26) CIVIL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.               S.   D.  
 
 
REF:  RESTITUCIÓN INMUEBLE ARRENDADO  
RADICADO: 2018 – 00360 
DE:  MARIO HERMOSA PUYO Y VIVIAN FERNÁNDEZ HERMOSA 
CONTRA: COMUNICACIÓN CELULAR S.A. – COMCEL S.A. 
   
 
ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN NUMERAL 5 (NO PAGO CLAUSULA 
PENAL) SENTENCIA DEL 07 DE ABRIL DE 2021. 
 
 
JOSE IVAN YEPES JIMENEZ mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía No 80.095.614 de Bogotá, con Tarjeta Profesional 186.701 del C. S de 

la J, actuando en como apoderado de la parte actora, dentro del proceso de la 

referencia, por medio del presente escrito me permito interponer recurso de 

apelación en contra del numeral 5 de la sentencia proferida el 07 de abril de 2021 

por parte del Juzgado 26 Civil del Circuito, en los siguientes términos: 

 

El presente recurso se formula tomando en cuenta lo siguiente: 

 

I. OPORTUNIDAD 
 

De acuerdo con la notificación surtida en audiencia del 07 de abril de 2021, de 

conformidad con el artículo 322 del C.G.P, inciso 2 del numeral 3 el cual dispone "... 

Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en 

la audiencia, si hubiere proferido en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su 

finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, 

deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, 

sobre los cuales versara su sustentación que hará ante el superior.” 

 

En este caso, la notificación por estrados fue de fecha del miércoles 7 de abril de 

2021, teniendo un plazo de tres (3) días hábiles fecha desde la cual iniciaría el plazo 

para interponer el correspondiente recurso y sustentarlo, plazo que vence el lunes 
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12 de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Así la cosas, la sustentación al recurso de apelación se presenta en término. 

 

II. SÍNTESIS 

 

Consideramos que el fallo de primera instancia se ajusta a derecho en su parte 

motiva y resolutiva. Teniendo solo diferencia con el numeral 5 de la sentencia del 07 

de abril de 2021 proferida por el Juzgado 26 Civil del Circuito, respecto de la 

cláusula penal, ya que considera el despacho que la cláusula penal pactada tiene 

carácter compensatorio, no encontrando el Despacho pactada la acumulación de la 

obligación principal y la pena, por lo tanto, no da a lugar el reconocimiento a su 

pago. 

 

Consideramos que a la luz del contrato y de la norma, la pena impuesta por las 

partes es válida, puede ser reconocida por orden judicial, indiferente del 

cumplimiento de la obligación principal, por lo que en el presente escrito 

expondremos nuestro reparo ÚNICAMENTE sobre la cláusula penal y su negación. 

 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

CLAUSULA PENAL 
 

El Despacho en fallo de primera instancia dispuso: 

 

QUINTO. No se ordena el pago de la cláusula penal por lo indicado en la parte 

motiva de esta audiencia. 

 

La parte motiva del fallo en términos generales dispuso: 

 

La clausula penal esta reglamentada en el articulo 1592 y 1594 del Código 

Civil. El acreedor no puede pedir al mismo tiempo la obligación principal y la 

pena, salvo dos excepciones. Primero, cuando se ha pagado la pena con 

carácter moratorio o sea por el simple retardo del cumplimiento de la 
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obligación principal, en cuyo caso no se exige la estipulación expresa. Dos, 

cuando se ha pactado la pena con carácter compensatorio o sea que tiene 

como función reparar perjuicios sufridos por el acreedor como consecuencia 

del incumplimiento total, parcial o defectuoso de la prestación. En este caso se 

exige que se haya estipulado expresamente dicha postulación, porque sino se 

pacta no tiene operancia. 

 

Que conforme a la lectura de la clausula penal establecida por las partes, la 

clausula penal pactada tiene carácter compensatorio, no encontrando el 

despacho pactada la acumulación de la obligación principal y la pena, y por lo 

tanto no hay lugar a ordenar su pago.  

 

Lo anterior como una cita no textual de la parte motiva del fallo, pero que resume en 

gran medida la decisión del juez de primera instancia. Nuestros reparos sobre esta 

posición se expresan a continuación. 

 

LA CLAUSULA PENAL – EL CONTRATO ES LEY PARA LA PARTES. 
 

En este punto es importante analizar lo que las partes pactaron en el contrato de 

abril de 1998, respecto de la Cláusula penal. 

 

 
 

Ahora bien, dentro del contrato se establecieron prohibiciones dentro del mismo 

contrato, como mejoras y reformas, artículo del contrato que dispuso: 
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Ahora bien, la sentencia de primera instancia, en su artículo segundo dispuso: 

 

SEGUNDO. Declarar terminado el contrato de arriendo celebrado entre Mario 

Hermosa y Vivian Fernández como arrendadores y COMCEL S.A como 

arrendatarios, contrato de abril de 1998, por incumplimiento de la parte 

demandada, tal y como se plasmo en la presente audiencia. 

 

Es decir, el juez de primera instancia declaro terminado el contrato por 
incumplimiento del arrendatario Comcel S.A. Este incumplimiento, como se 

podrá ver a luz de la parte motiva del fallo, NO CORRESPONDE al pago del canon 

de arrendamiento, sino que obedece al no cumplimiento de las obligaciones que 
tenía COMCEL S.A como arrendatario, y así fue como lo estableció al enunciar 

que es COMCEL S.A el que estaba obligado a obtener las licencias de construcción, 

a solicitar las autorizaciones correspondientes a la Asamblea de Copropietarios. 

 

Es decir, esta cláusula penal, que finalmente, es la definición que le dan las partes, 

la cual va encaminada a establecer que esta es una “multa”, es decir, una 
sanción por el incumplimiento de las obligaciones, sin perjuicio de exigir 
judicialmente la entrega del inmueble arrendado y el pago de la renta debida. 
 

Por lo que es evidente, el juez dejo claro que existió incumplimiento por parte de 

COMCEL S.A , por lo que da por terminado el contrato, siendo entonces aplicable la 

multa o sanción establecida previamente por las partes. En ese orden de ideas, el 

pago de los cánones de arrendamiento ordenados por el Juez de primera instancia, 

no es excluyente con la sanción pactada por las partes en el contrato de 

arrendamiento. 
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Leyéndolo de otra forma, es que el pago de los cánones de arrendamiento no son 

una sanción, sino el cumplimiento de una obligación, dado que para el 01 de enero 

de 2018 el contrato se encontraba vigente. 

 

Por lo que validar o aprobar lo que las partes acordaron como sanción económica 

no es excluyente con el pago de los cánones de arrendamiento y excluirla es negar 

lo que las partes acordaron en el contrato de arrendamiento. 

 

Desde el punto de vista doctrinal, el tratadista Guillermo Ospina Fernández, en su 

libro Regimen General de Las Obligaciones, me permito citar.  
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Cita tomada del REGIMEN GENERAL DE LAS OBLIGACIONES, Septima Edicion, Ospina Fernandez Guillermo, séptima edición actualizada, paginas 149 y 150 

 

En los términos del artículo 1594 del Código Civil, el acreedor podrá exigir el 

cumplimiento de la obligación principal y el pago de la penalidad al mismo tiempo, 

siempre y cuando se acredite que i) la penalidad se causa por el simple retardo o ii) 

las partes expresamente hubieran dispuesto que el pago de la penalidad no 

extingue la obligación principal. En los demás eventos, el acreedor solamente podrá 

exigir, a su elección, el pago de la obligación o de la penalidad. 

 

Cuando analizamos la cláusula penal establecida por las partes, tenemos que dicha 

clausula estableció que el incumplimiento de CUALQUIERA de las cláusulas de 

este contrato, lo constituirá en deudor del arrendador en una multa igual al 

duplo del canon de arrendamiento vigente en el momento del incumplimiento, sin 
perjuicio de los demás derechos del arrendador de hacer cesar el arrendamiento 

y exigir judicialmente la entrega del inmueble arrendado y el pago de la renta 
debida. 
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Es así, que consideramos que el numeral 5 de la sentencia del 07 de abril de 2021, 

proferida por el Juzgado 26 Civil del Circuito debería ser revocada y acoger la 

pretensión de la clausula penal, como una sanción establecida por las partes que no 

es excluyente con el pago de los cánones de arrendamiento, por lo que 

respetuosamente me permito: 

 

SOLICITAR 
 

En virtud de lo expuesto, solicito al Despacho conceder el recurso interpuesto, 

revocando el numeral quinto de la Sentencia proferida el 07 de abril de 2021 por el 

Juzgado 26 del Circuito, y en su defecto decidir: 

 

1. Revocar la decisión impartida en el numeral 5 de la Sentencia proferida 

el 07 de abril de 2021 conforme los argumentos expuestos verbalmente al 

momento de interponer el recurso y ampliados mediante el presente escrito. 
 

2. En caso de revocar el numeral 5 de la Sentencia proferida el 07 de abril de 

2021, sea condenado al pago de la sanción pactadas por las partes, 

correspondientes a dos cánones de arrendamiento. 

 
3. En caso de existir fallo favorable a la parte demandante, que sea condenado 

a costas la parte demandada. 

 

Cordialmente, 

 

 

JOSE IVAN YEPES JIMENEZ 

C.C. 80.095.614 de Bogotá 

T.P 186.701 expedida por el C. S de la J 
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Asunto: Res$tución del inmueble de Mario Hermosa y Vivian Fernández
Fecha: viernes, 23 de abril de 2021, 11:04:21 a. m. hora estándar de Colombia
De: Laura Bermudez
A: joseyepes@yepesjimenezlegal.com
CC: alopez, María Camila de Brigard
Datos adjuntos: image001.jpg

Respetado doctor Yepes,
 
Espero se encuentre muy bien. De acuerdo con nuestra conversación telefónica del pasado 12 de abril de
2021, en la que, a nombre de Comcel, le propusimos acordar la res$tución voluntaria de los inmuebles de
propiedad de sus representados, los señores Hermosa y Fernández (oficinas No. 601, 604 y los parqueaderos
15 y 26 que hacen parte del Edificio Gales – Propiedad Horizontal, ubicado en la calle 90 No. 13-23 de la
ciudad de Bogotá), me permito sinte$zar los argumentos expuestos por usted para rechazar la propuesta de
Comcel de res$tuir los inmuebles, de común acuerdo:
 

Según su interpretación, la sentencia proferida por el Juzgado 26 Civil del Circuito (Proceso No. 2018 –
00360) en audiencia del 7 de abril de 2021, en la que se ordenó  a Comcel la res$tución de los
inmuebles de propiedad de sus representados, no se encuentra ejecutoriada, puesto que se
concedieron los recursos de apelación interpuestos por las partes.
De acuerdo con esta interpretación, y a pesar de que los reparos de Comcel y de sus representados
frente a la sentencia del 7 de abril no versan sobre la orden de res$tuir los inmuebles mencionados, su
posición es que  la orden de res$tución contenida en la sentencia no se encuentra en firme, dado que
la sentencia no se encuentra ejecutoriada.
En ese sen$do, su posición es que, a menos de que Comcel desista del recurso de apelación
interpuesto contra la sentencia proferida en audiencia del 7 de abril y que, como consecuencia, sus
representados puedan recibir los ctulos correspondientes a los cánones de arrendamiento
consignados a órdenes del juzgado, no existe una orden judicial ejecutoriada de res$tución.
Como conclusión de lo anterior, sus representados no acordarán recibir los inmuebles objeto del
proceso de manera voluntaria.

 
Agradeciendo de nuevo haber recibido nuestra llamada, le reiteramos la total disposición que $ene Comcel
S.A. para res$tuir los inmuebles de propiedad de los señores Hermosa y Fernández, en cumplimiento de lo
dispuesto en la sentencia del 7 de abril de 2021 por el Juzgado 26 Civil del Circuito de Bogotá. Abajo le
confirmamos nuestros contactos en caso de que sus representados accedan a recibir los inmuebles de su
propiedad:
 
Adriana López Marcnez
alopez@lopezabogadoscol.com
Tel. 3124573416
 
Laura Isabel Bermúdez Villamizar
laurab@lopezabogadoscol.com
Tel. 3124329268
 
 
Agradecemos confirmar el recibo de la presente comunicación,
 
 

mailto:alopez@lopezabogadoscol.com
mailto:laurab@lopezabogadoscol.com
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Cordial Saludo,
 

 
Laura Isabel Bermúdez V. 
Carrera 7 No. 74-56 Oficina 705
Tel.  (57) (1) 3124329268
Bogotá - Colombia.
laurab@lopezabogadoscol.com
 

mailto:laurab@lopezabogadoscol.com


SEÑOR 

JUEZ VEINTISÉIS (26) CIVIL DEL CIRCUITO   

BOGOTÁ D.C. 

E.S.D.  

 

Proceso:  Verbal de restitución de tenencia a título de arrendamiento  

  Radicado:  2018 – 00360 

  Demandante:  Mario Hermosa Puyo y Vivian Fernández Hermosa  

  Demandado: Comcel S.A.  

Asunto: Solicitud de designación de secuestre para la entrega de los 

inmuebles objeto del proceso.  

 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, en 

calidad de apoderada judicial de COMCEL S.A., con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 323 del Código General del Proceso que establece que una vez concedido el 

recurso de apelación de la sentencia en el efecto suspensivo, el inferior conservará 

competencia para conocer todo lo relacionado con medidas cautelares, y ante la renuencia 

de los demandantes para dar cumplimiento a las resoluciones de la sentencia proferida el 

7 de abril de 2021 que no fueron objeto de recurso de apelación, solicito el nombramiento 

de un secuestre para poder realizar la restitución de las oficinas No. 601, 604 y los 

parqueaderos 15 y 26 que hacen parte del Edificio Gales – Propiedad Horizontal, ubicado 

en la calle 90 No. 13-23 de la ciudad de Bogotá, y que son propiedad de los demandantes 

en este proceso (en adelante “Inmuebles”), de acuerdo con los siguientes:  

I. Antecedentes  

1. En audiencia de instrucción y juzgamiento del 7 de abril de 2021 el Despacho 

profirió la sentencia de 1ª instancia en este proceso en la que resolvió ordenar, 

entre otros, la restitución de los Inmuebles a los demandantes.   

“En tercer lugar Condenar a la demandada a restituir a los 
demandantes los inmuebles objeto del contrato de arrendamiento, 
dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de la sentencia. 
Si la demandada no hace entrega de forma voluntaria comisiónese 
a los Juzgados Civiles Municipales de Bogotá y/o Juzgados de 
Pequeñas Causas de Bogotá y/o Inspecciones de Policía. 
Secretaría libre los oficios correspondientes.” 

 



2. El Despacho ordenó la restitución del inmueble, accediendo a la pretensión 

SEGUNDA de la demanda:  

 
SEGUNDA. Se condene a la demanda a restituir los inmuebles en 
las condiciones recibidas al inicio del contrato, junto con las zonas 
comunes de conformidad con la licencia de construcción con la 
que se construyó el edificio, salvo el deterioro y uso normal de los 
mismos.  
 

3. En las consideraciones de la sentencia1, el Despacho dio cuenta de que, desde el 

17 de septiembre de 2019, los inmuebles se encuentran en el estado exigido por 

los demandantes para su entrega: 

 
“Ahora, encontramos que solamente para la Asamblea del 17 de 
septiembre de 2019 los inmuebles entregados en arrendamiento 
por los aquí demandantes se encontraban con las reparaciones 
acordadas y restituidas las áreas comunes que habían tomado 
como consecuencia de las obras ilegales y que de manera informal 
dicha situación fue conocida tanto por el demandante como por su 
representante.” 
 

4. Durante la audiencia de instrucción y juzgamiento del 7 de abril de 2021, Comcel 

interpuso recurso de apelación contra la sentencia proferida, y de acuerdo con lo 

establecido en el inciso segundo del numeral 3 del artículo 322 del Código General 

del Proceso, presentó el escrito de reparos concretos contra la sentencia el lunes 

12 de abril de 2021.   

5. El escrito de reparos concretos fue radicado mediante correo electrónico en el que 

se copió  al apoderado de los demandantes, en cumplimiento de los deberes de las 

partes establecidos en el artículo 78 del Código General del Proceso y en el 

Decreto 806 de 2020.  

6. En el escrito de reparos concretos, enviado al correo del apoderado de los 

demandantes,  se indicó expresamente que Comcel cumpliría de manera 

voluntaria con la orden de restitución contenida en la sentencia del 7 de abril de 

2021:  

“1.COMCEL S.A. no tiene reparo alguno contra la orden de 
restitución contenida en el  numeral TERCERO de la parte 
resolutiva de la Sentencia Apelada, en el que se ordena la 
restitución de los inmuebles de propiedad de los demandantes, 
así: (…) 

 
1 Ver minuto 34:31 de la grabación de la Audiencia de Instrucción y juzgamiento del 7 de abril de 2021.  



2. Por lo tanto, Comcel procederá, en cumplimiento de lo 
ordenado, a restituir los inmuebles dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la celebración de la audiencia.  
 

7. Los demandantes interpusieron recurso de apelación únicamente frente a la 

decisión del Despacho de no condenar a Comcel al pago de la cláusula penal 

contemplada en el contrato de arrendamiento.  

8. Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 320 del Código General del 

Proceso, y para dar cumplimiento a la orden de restitución del inmueble que no 

fue objeto de reparos, Comcel se comunicó con el apoderado de los demandantes, 

para acordar una entrega voluntaria de los Inmuebles.  

9. El apoderado de los demandantes se negó a acordar la entrega voluntaria de los 

Inmuebles, aduciendo que la sentencia en la que se ordena la restitución de los 

Inmuebles no se encuentra en firme, dado el recurso de apelación presentado por 

Comcel.2   

10. La actuación del apoderado y de los demandantes de negarse a recibir los 

inmuebles frente a la solicitud de Comcel desconoce lo dispuesto por el Código 

General del Proceso, que establece que el recurso de apelación tiene por objeto 

que el superior examine la cuestión decidida, únicamente en relación con los 

reparos concretos formulados por el apelante.  

11. El hecho de que los demandantes se nieguen a recibir los Inmuebles demuestra 

también que su intención es prolongar injustificadamente el pago de los cánones 

de arrendamiento por parte de Comcel, a pesar de que ya se cumplieron las 

condiciones exigidas para la entrega de los Inmuebles.  

12. Como lo constató el Despacho en la sentencia del 7 de abril, los Inmuebles están 

listos para ser entregados desde hace más de un año y medio y a pesar de eso, los 

arrendadores se han negado injustificadamente a recibirlos durante todo este 

tiempo, a pesar de que Comcel, en repetidas ocasiones – incluida la etapa de 

conciliación de la audiencia inicial – ha ofrecido entregarlo.  

13. Como se señaló en el escrito de reparos concretos, el juez de segunda instancia 

deberá resolver el conflicto relacionado con la fecha de terminación del contrato 

y con los hechos ocurridos durante su ejecución. Sin embargo, es claro que ya no 

hay un conflicto sobre la restitución de los Inmuebles, de acuerdo con lo siguiente:  

 
2 Ver correo electrónico enviado el viernes 23 de abril de 2021 al apoderado de los demandantes (Anexo 
1).  



a. Los demandantes solicitaron en su demanda la restitución de los 

Inmuebles, en las condiciones en que se entregaron inicialmente.  

b. El Despacho constató que los inmuebles se encuentran en las condiciones 

solicitadas desde el 19 de septiembre de 2019 y ordenó a Comcel su 

restitución.  

c. Comcel está dispuesta a cumplir la orden y la solicitud de restitución de 

los Inmuebles en las condiciones determinadas por los demandantes, así 

lo indicó expresamente en el escrito de reparos concretos.  

14. Sin embargo, y habiendo transcurrido cinco (5) días desde que se profirió la 

sentencia, Comcel no ha podido coordinar la restitución voluntaria de los 

Inmuebles, porque los demandantes se siguen negando, injustificadamente, a 

recibir los Inmuebles.   

 

II. Fundamentos de la solicitud 

 

15. De acuerdo con lo establecido por el artículo 320 del Código General del Proceso, 

el recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión 

decidida, únicamente en relación con los reparos concretos formulados por el 

apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión.  

16. Comcel no formuló reparo alguno contra la orden de restitución de los Inmuebles 

y por lo tanto, nada tienen que ver las discusiones jurídicas actuales de las partes 

sobre el contrato de arrendamiento con la restitución del bien.  

17. La decisión del juez de segunda instancia no podrá versar sobre la orden de 

restitución del inmueble. Por lo tanto, la orden de restitución es una decisión 

judicial que se encuentra en firme, y este Despacho es el competente para tomar 

las medidas de su respectivo cumplimiento.  

18. Por lo tanto, frente a ese punto, existe una orden judicial en firme que Comcel ha 

intentado acatar, sin que los demandantes lo permitan.    

19. Como se concluye de los hechos anteriormente expuestos, los demandantes, al 

negarse a recibir los inmuebles, generan para Comcel un situación totalmente 

injusta y absurda, si se tiene en cuenta que la sentencia de 1ª instancia ordenó a 

Comcel el pago de los cánones de arrendamiento hasta la entrega del inmueble.  

20. Ante la renuencia a recibir por parte de los arrendadores, en caso de que el juez 

de segunda instancia confirme la decisión objeto de recurso de apelación, Comcel 



tendría que pagar los cánones de arrendamiento que se causen desde la sentencia 

del 7 de abril de 2021 hasta que se profiera la sentencia de segunda instancia.  

21. Esto, a pesar de que los demandantes que solicitaron la restitución que fue 

ordenada en sentencia judicial por el Despacho y que no fue objeto de apelación 

por Comcel, se niegan injustificada y arbitrariamente a recibir los Inmuebles.   

22. Lo anterior demuestra claramente que la intención de los demandantes es 

prolongar el pago de los cánones de arrendamiento, sin tener una justa causa para 

ello.  

23. En todo caso, el artículo 323 del Código General del Proceso establece que una 

vez concedido el recurso de apelación de la sentencia en el efecto suspensivo, el 

inferior conservará competencia para conocer todo lo relacionado con las medidas 

cautelares.  

24. El último inciso del numeral 4 del artículo 384 establece las consecuencias frente 

al arrendador que se niega a recibir la cosa arrendada. 

 

III. Solicitud 

 

25. De acuerdo con los antecedentes y fundamentos expuestos, y con la finalidad de 

proteger los derechos de Comcel frente a las  actuaciones injustificadas de los 

arrendadores, solicito respetuosamente que el Despacho nombre un secuestre con 

la finalidad de proceder a la restitución de los Inmuebles.  

 

IV. Anexo  

1. Copia del correo electrónico enviado al apoderado de los demandantes, el señor 

Jose Iván Yepes Jiménez el 23 de abril de 2021.  

 

Atentamente,  

 
 

ADRIANA LÓPEZ MARTÍNEZ  
C. C. No. 52.051.679 
T. P. No. 85.250 del C. S. de la J  
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